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Als meus pares, Joaquim i Anna,

als meus tiets, Joan i Dolors,

i a la meva cosina Marta.





«El [delito] es, por desgracia, una industria que prospera

más fácilmente en las sociedades abiertas que bajo los sistemas autoritarios

o totalitarios, porque en éstos la represión, la brutalidad de las sanciones,

la vigilancia asfixiante de la intimidad, hacen infinitamente más costosa

y difícil la vida de los [delincuentes]. Pero el precio que la sociedad paga

por tener una mayor seguridad en lo que concierne a su vida cotidiana

es tan alto que nadie que sea mínimamente sensato y decente

está dispuesto a pagarlo. La libertad siempre es preferible,

aunque ella aproveche también a los [criminales]».

Mario Vargas Llosa (El País, 10 de noviembre de 2002)
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Prólogo



Resulta difícilmente contestable que la palabra «terrorismo» activa un sinnúmero de resortes emocionales de difícil control en la mente de cualquier persona, por racional que ésta sea. Por lo demás, el fenómeno, que parecía limitado a determinadas regiones y en vías de una progresiva contención, se ha desatado en la última década. Así, el adjetivo «global» ha acabado por añadirle, a un sustantivo ya lleno de emociones desatadas, la desmesura espacial que acaso podría faltarle. El terrorismo de nuestros tiempos se ha convertido, pues, en la encarnación de la sinrazón, de lo incomprensible, en el horror absoluto e ilimitado. Y se habla, entonces, de dirigir la guerra contra el terrorismo. Pero sin que se sepa muy bien qué es lo que distingue al terrorismo de las guerras modernas, en las que, en un contexto sin frentes ni trincheras, enemigos invisibles se mueven en nuestras calles, estudian en nuestras universidades, son aparentemente «de los nuestros».

Por todo ello resulta especialmente difícil escribir sobre el terrorismo desde el Derecho penal. El Derecho penal se concibió para definir y regular la imputación de hechos ordinarios, por graves que éstos fueran. El terrorismo, en cambio, nos instala en lo extraordinario, en la excepción, por mucho que ésta pueda ser una «excepción permanente», parafraseando a Moccia. Cualquier reacción estatal resulta, entonces, sospechosa de debilidad: todo lo que no sea plantear la imprescriptibilidad de los delitos terroristas así como la reclusión -de iure o de facto- perpetua para sus autores se hace insoportablemente leve para una opinión pública hastiada y atemorizada. Y el jurista que, ante tanto horror, sigue esgrimiendo las razones del Derecho corre el riesgo de tropezarse con la razón de Estado o, sencillamente, de ser visto como una suerte de colaboracionista, activo o pasivo. Pues ¿cómo esgrimir la razón frente a la apoteosis de la sinrazón?

A Mariona LLOBET, de entrada, debe reconocérsele el valor de adentrarse en una materia en la que se hace difícil eludir el etiquetamiento, el «¿de qué lado estás?», la posición militante. Y de hacerlo de forma equilibrada, tan lejos de la ingenuidad principialista como de la abdicación ante la excepción. Pretende reconocer la excepción como excepción y distinguirla de la regla. Pero para ello era necesario efectuar primero una labor de depuración conceptual; y realizar después un análisis pormenorizado de la legislación antiterrorista y de su aplicación por los Tribunales. A mi juicio, todo eso se ha logrado con creces.

Creo, en efecto, que la Dra. LLOBET ha escrito un libro equilibrado, entre la política criminal y la dogmática, entre el análisis conceptual y la experiencia práctica. Un libro útil, en suma, para el lector académico y, muy especialmente, para el aplicador práctico del Derecho. Así, abre la obra un interesante estudio sobre el concepto y características del terrorismo, que trata con acierto de delimitarlo con respecto a fenómenos próximos. El núcleo del libro lo constituye, con todo, el examen sistemático de la legislación penal española en materia de terrorismo y su aplicación. No existe en nuestro país un estudio tan preciso como el que nos presenta, lo que convierte la obra que tengo el gusto de presentar, desde este momento, en el texto de referencia, en la consulta ineludible. La tercera parte del escrito, en fin, se refiere a los límites de la punición del terrorismo: la colaboración con banda armada y la apología. También aquí se observa la vocación distintiva de la autora, que no se arredra ante las zonas de frontera.

A mi juicio, el libro es un fiel reflejo del carácter de su autora como investigadora. Minuciosa y constante, Mariona no suele conformarse con las declaraciones retóricas ni con la referencia a los principios generales. Trátese del tema de que se trate, siempre desciende a lo concreto. El lector avezado observará siempre este rasgo de su personalidad, perceptible en todos sus trabajos, ya sean éstos sobre jurisdicción universal, terrorismo o... delitos societarios. La Dra. LLOBET tiene, en fin, la convicción de que la misión del jurista académico es proporcionar a los aplicadores del Derecho soluciones claras para situaciones concretas. Algo que no puede discutirse seriamente.

Resulta un tópico aludir a las dificultades que han debido superarse para consumar el trabajo doctoral de un investigador. En este caso, sin embargo, habría que dejar de lado el tópico para alabar la capacidad de nuestra autora de crecerse ante toda suerte de dificultades. Las ha habido, lo que no impidió que Mariona fuera siempre, además, una colaboradora dispuesta y eficaz. Las habrá. Pero, concluida con éxito esta primera fase de su formación, la Dra. LLOBET -tenaz, perseverantemente- continúa su itinerario académico con paso cada vez más firme. Por eso, con mi agradecimiento y mi afecto, le auguro toda clase de éxitos como docente y como investigadora.

Jesús-María SILVA SÁNCHEZ






Prólogo 



El tres de marzo de 1988, la embajada sudafricana en España publicaba un anuncio en un diario madrileño en el que se denunciaban las actividades del Congreso Nacional Africano y sus «camaradas del terrorismo internacional», entre ellos el Fretilin y la OLP. Pocos años después, con mayor o menor fortuna, estas organizaciones estaban rigiendo los destinos de Sudáfrica, Timor Oriental y, en cierto sentido, Cisjordania y Gaza. Hollywood (La Guerra de Charlie Wilson, 2007; estoy seguro que a una gran cinéfila como la Dra. Llobet le complacerá la mención) nos narra con inteligente ironía como los muhaidines afganos adquieren el estatus de «luchadores por la libertad» de la mano de un inefable congresista por Tejas, a la par que se sientan las bases para su futura entronización como enemigos mundiales.

Con estos ejemplos no pretendo en absoluto apelar al relativismo en materia de terrorismo, sino ilustrar cuán compleja es su definición. No es sencillo elaborar criterios distintivos en un crisol conceptual donde confluyen supuestos tan radicalmente diversos como, por ejemplo, activistas animalistas violentos, dirigentes de Acción Nacionalista Vasca, células durmientes vinculadas a Al Qaeda o escuadrones de la muerte paragubernamentales. Por otra parte, desde su origen, el calificativo de terrorista ha sido utilizado espuriamente para deslegitimar al opositor político -los adalides del terrorismo de Estado han sido quienes más a menudo han recurrido a esta técnica- y muy raramente un grupo terrorista ha reivindicado tal condición.

Así las cosas, hasta el 11-S, el mundo del Derecho en los países democráticos se enfrentaba básicamente al problema de articular un subsistema jurídico que fuera altamente efectivo para hacer frente a un fenómeno que no se pretendía contener, como acontece con la criminalidad común, sino erradicar plenamente pero que, a la vez, fuera compatible con un sistema de libertades. Sin embargo, tras la aparición del nuevo terrorismo global, con objetivos ideológicos y estructuras organizativas difusas y una extraordinaria capacidad desestabilizadora, se presenta además una cuestión primigenia: ¿la respuesta al terrorismo puede seguir siendo, en última instancia, jurídica o el Estado de Derecho debe replegarse y devolver la iniciativa a la anomia, en forma de guerra abierta, combate irregular, técnicas de inteligencia, etc.? Y, en cualquier caso, de mantenerse en todo o en parte una respuesta jurídica, ¿es posible preservar el ya muy deteriorado equilibrio entre eficiencia y garantías?

La primera pregunta implica calibrar si el Estado democrático está en condiciones de pervivir tal como se ha venido entendiendo hasta ahora. La segunda, trasciende el propio ámbito de la legislación antiterrorista. Exacerbados por la nueva situación y los nuevos miedos que ésta ha generado, los rasgos característicos de este Derecho de excepción (penas y medidas desproporcionadas, relativización de la responsabilidad por el hecho propio, difuminación del principio de legalidad y de los criterios de imputación, etc.) están en ciernes de propagarse al sistema penal en su conjunto. En las reformas penales de la pasada década - y, probablemente, en las venideras- pueden advertirse ya claros síntomas de contagio. El adjetivo «terrorista» no es sólo una herramienta retórica para subrayar la relevancia social de determinados fenómenos. La mención al terrorismo de género, ambiental, vial e, incluso, urbanístico y financiero implica la reclamación de un derecho penal con rasgos de excepción para ese sector. En el frente de la legislación antiterrorista tal vez se esté librando pues el combate decisivo para la configuración del futuro Derecho penal.

Con las reflexiones anteriores espero haber esbozado el escenario por donde discurre la magnífica investigación de Mariona LLOBET y la magnitud de las complejidades a las que se ha enfrentado. A mi juicio, la principal virtud de esta obra es que no se limita a describir una trepidante panorámica del proceso de modernizacion de la respuesta estatal al terrorismo sino que, además, propone limitar su expansión a partir de su redefinición jurídica. Todos los aspectos básicos del fenómeno son exhaustivamente reexaminados a la luz de la nueva situación: desde el concepto de terrorismo y de organización terrorista hasta el fundamento de la punición de la simple colaboración y la apología, pasando por el deslinde con la guerra y el terrorismo de Estado o los intentos de justificar la tortura. Sin incurrir en un garantismo naif pero muy lejos de un pragmatismo claudicante, se apuesta convincentemente por un abordaje del terrorismo como una manifestación más de criminalidad ante la que es posible una respuesta jurídica eficiente pero limitada.

En un reciente trabajo sobre los delitos de terrorismo, el profesor Manuel CANCIO recalca el decreciente interés por el estudio jurídico-penal de estas figuras (1) . Las causas que se apuntan son de distinta índole: técnicas (se trata de un sector al borde -o más allá- de lo constitucionalmente legítimo), políticas (dada la incomodidad política que genera su tratamiento jurídico) e, incluso, psicológicas (la sensación de hastío y desánimo que embarga al especialista frente a una regulación que «parece no tener arreglo», no importa quien gobierne). Pues bien, la Dra. LLOBET supera estos retos con valentía, honradez intelectual y gran capacidad de análisis. Ha logrado culminar brillantemente tan complejo trabajo evitando apriorismos ideológicos y enfrentándose a los puntos candentes sin recurrir a soluciones de compromiso. Y, sobre todo, con una insobornable fe en el Derecho como instrumento de libertad. Rasgos que el lector identificará rápidamente en la obra y que tan bien conocemos tanto los compañeros de esta joven profesora de la Universitat Pompeu Fabra como sus alumnos, a quienes se entrega con insólita profesionalidad.

En el año 2000, el profesor Jesús-María SILVA prologaba mi tesis doctoral. Una década después, le debo a Mariona LLOBET el privilegio de compartir con mi maestro tanto la dirección de su tesis como el prólogo de su publicación. La experiencia me ha permitido ser también testigo de su tesón, generosidad y talento. Sirvan estas líneas como prueba de mi profundo afecto. Con la aparición de este libro se presentan, a quienes todavía no los conociesen, los méritos y capacidades de la profesora LLOBET. Con su difusión, estoy seguro que se alcanzará también una de las principales metas de toda buena investigación jurídica, demasiadas veces orillada por el gremialismo académico: contribuir a una aplicación del Derecho más racional y justa.

David FELIP I SABORIT 

La Roca del Vallès, 11 de marzo de 2010 





	 (1) 

	
Manuel CANCIO, Los delitos de terrorismo: estructura típica e injusto, Madrid, 2010, p. 7. El catedrático de la Universidad Autónoma de Madrid ya matizaba que, sin embargo, la publicación de la amplia monografía de Mariona Llobet era inminente.
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Algunos presupuestos metodológicos 



Ciertamente, el terrorismo es un fenómeno delictivo que ha golpeado y golpea a muchos rincones de la Tierra. Así, existen multitud de ejemplos de organizaciones locales que, mediante la muerte y la destrucción, someten a sociedades concretas al yugo de la violencia y la coacción en distintas partes del mundo. De hecho, España es uno de los países que más de cerca ha vivido la barbarie de esta forma de criminalidad de la mano de la banda armada ETA. Además, desde los atentados del 11 de septiembre de 2001, a ese terrorismo de carácter sectorial se le ha añadido un nuevo terrorismo que se denomina global: «Una violencia sin límites practicada por fundamentalistas islámicos que amenaza el mantenimiento de la seguridad mundial» (1) , contra la que los EE.UU. se han erigido como los líderes encargados de erradicarla y vencerla.

Por ello, el presente trabajo de investigación se centra, principalmente, en la bibliografía estadounidense y española que existe sobre esta materia, así como en los ordenamientos jurídicos de los citados países y sus resoluciones judiciales más relevantes al respecto. Teniendo en cuenta la problemática que, a nivel planetario, suscitan Al Qaeda y su red global de organizaciones, y, que, en nuestro país, presentan ETA y sus grupos satélites, son el inglés y el castellano las principales lenguas que han servido para documentar y escribir la presente tesis doctoral. No obstante, como se verá, aparecen citados no pocos trabajos de autores alemanes, en su mayoría traducidos al español, así como las principales aportaciones de la doctrina italiana por lo que respecta a los límites entre el fenómeno mafioso y el terrorismo.





	 (1) 

	Cfr. REINARES, Terrorismo global, pág. 10.
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Introducción 



Desde siempre, la lucha contra el terrorismo ha representado el sector de los ordenamientos jurídicos de las sociedades democráticas donde más intensamente han entrado en conflicto dos principios esenciales tanto de las personas, como de los propios Estados: la libertad y la seguridad (1) . En la regulación de este fenómeno colisionan las garantías de los derechos y libertades individuales y las exigencias de la seguridad colectiva (2)  con especial vehemencia (3) , puesto que se percibe el terrorismo como algo que atenta contra los fundamentos y valores básicos de los sistemas constitucionales liberales. Así, los gobiernos presentan su erradicación como algo necesario para preservar el propio Estado democrático de Derecho (4)  y vinculan la efectividad de dicha meta con la adopción de determinadas medidas excepcionales (5) .

Ahora bien, a partir de los atentados del 11-S (6)  se ha producido una fisura entre la tradicional lucha contra el terrorismo en la vieja Europa (7)  y la nueva guerra contra dicho fenómeno liderada por los EE.UU. (8) . De este modo, si bien es cierto que aquella lucha contiene notas de excepcionalidad, como mínimo se investiga por la policía, se regula en la legislación penal y se juzga por el poder judicial (9)  que, en su caso, dicta sentencia condenatoria después de un juicio con no todas pero sí muchas garantías. Por el contrario, en la guerra contra el terrorismo (10)  se contempla la invasión de países por parte del ejército, existen Tribunales y comisiones militares para juzgar a civiles y es posible retener indefinidamente sin imputación formal a los sospechosos en prisiones o en campos de detención militar (11) . Además, se quebrantan las normas del Ius in Bello elaboradas por el Derecho Internacional para distinguir entre crimen y guerra y se vulneran los convenios y tratados internacionales sobre la prohibición de la tortura, en orden a una investigación más eficaz (12) . En consecuencia, pues, puede afirmarse que el binomio libertad-seguridad está actualmente más del lado de la seguridad que nunca (13) . De este modo, en la política criminal puede observarse un cambio de paradigma (14)  cuyas notas características consisten en la prevención fáctica de delitos antes de que éstos se ejecuten, mediante la inocuización de sujetos considerados peligrosos (15) . Se advierte, en definitiva, una evolución hacia unas leyes que oscilan entre el Derecho Penal, el Derecho de policía (16)  y el Derecho militar (17) , pero en el ámbito y con las consecuencias adscritas al Derecho Penal (18) .

Sin embargo, este trabajo pretende cuestionar la existencia de tal confrontación, tanto en la lucha como en la guerra contra el terrorismo (19) , desde una doble perspectiva. Así, en términos de necesidad hay que someter a análisis la premisa según la cual el respeto de los derechos y libertades tradicionales compromete verdaderamente nuestra seguridad democrática (20) . Por un lado -en un plano de necesidad fáctica-, es discutible el grado real que la amenaza terrorista supone para los sistemas de gobierno liberales. Dicho a modo de interrogante: ¿es comparable el riesgo que Al Qaeda, por ejemplo, conlleva para la subsistencia del mundo occidental con el peligro que representó el nazismo con anterioridad a la Segunda Guerra Mundial? Por el otro lado -desde la necesidad instrumental-, debe determinarse si el recorte de las libertades civiles conlleva más seguridad nacional necesariamente (21) . Formulado de nuevo con una pregunta: ¿no respetar los derechos y garantías individuales es más eficaz a la hora de prevenir futuros atentados?

No obstante, sea como fuere, en términos de legitimidad democrática se impone la obligación de limitar (22)  la normativa antiterrorista excepcional (23) . Desde un plano teórico, libertad y seguridad no pueden entenderse como valores rivales sino como complementarios (24) , puesto que la mayor inseguridad para una sociedad «surge de la falta de límites al poder estatal» (25) . Así, concebirlos de forma antagónica conlleva la paradoja de proteger nuestro modelo de gobierno a costa de destruirlo primero (26) . De este modo, especialmente en tiempos recientes, la doctrina ha puesto de relieve que el mayor peligro para las democracias occidentales proviene de las estrategias antiterroristas (27) , ya que éstas resultan incompatibles con sus instituciones y con las garantías individuales recogidas en las Constituciones (28) . En consecuencia, un sistema democrático está obligado por principio a acatar determinados compromisos (29)  y, en último término, sólo puede mantenerse (30)  respetando el equilibrio entre libertad y seguridad (31) .

Sentado lo anterior, pues, para determinar qué es necesario, así como qué es legítimo para luchar contra el terrorismo -finalidades principales de este trabajo de investigación-, por un lado hay que conocer sus rasgos distintivos y los bienes jurídicos atacados por tal actividad delictiva (capítulo primero). Como se verá, en la actualidad demasiados fenómenos se denominan con este vocablo, por lo que existe gran confusión sobre el contenido y los límites de este término. Y por otro lado, tiene que analizarse cuáles son las características de la normativa que regula dicha criminalidad. Como es sabido, el terrorismo en nuestros días se considera el máximo exponente del denominado Derecho Penal del enemigo, sobre el que existe gran controversia sobre su fundamento, lícito o no (capítulos segundo y tercero). Así, una vez analizadas estas cuestiones se estará en condiciones de proponer un sistema jurídico-penal funcional y racional para prevenir y castigar dicho fenómeno delictivo en el marco de un Estado democrático de Derecho, esto es, conforme a los parámetros de los ordenamientos constitucionales garantistas.

Obsérvese, por tanto, que el contenido de la fórmula «Estado democrático de Derecho» del que parte este trabajo no es meramente formal, esto es, no alude al simple proceso de aprobación de las leyes por mayoría con independencia de lo que establezcan, sino también material: hace referencia a un modelo de Estado que impone unos límites a su potestad punitiva (32) , siguiendo la propuesta elaborada por MIR PUIG (33) . Como es sabido, el citado autor ha ideado una teoría vinculada al Estado democrático de Derecho (34) , según la cual de este modelo de gobierno se derivan unos principios -garantísticos- legitimadores del Ius puniendi. Así, por un lado, el principio de legalidad, expresado con el aforismo nullum crimen, nulla poena sine lege (praevia, scripta y stricta), es una exigencia del Estado de Derecho. Además, por el otro lado, un Estado democrático «tiene que llenar el Derecho penal de un contenido respetuoso de una imagen del ciudadano como dotado de una serie de derechos derivados de su dignidad humana, de la igualdad (real) de los hombres y de su facultad de participación en la vida social» (35) . De este modo, se fundamentan los principios de humanidad, de culpabilidad, de proporcionalidad y de resocialización.

En consecuencia, el parámetro de legitimidad de la legislación antiterrorista a la luz del contenido asignado al rótulo «Estado democrático de Derecho» es una idea supra-legal y normativa, que conlleva que se puedan valorar no sólo las propias leyes, sino también la interpretación que de éstas haya realizado, en su caso, el Tribunal Constitucional.
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Introducción 



Hoy en día la palabra terrorismo está «de moda» en todo el mundo. Actualmente, la clase política utiliza este concepto para hacer referencia a un sinfín de actos violentos y de fenómenos delictivos que acontecen todos los días, y, en consecuencia, la opinión pública y los medios de comunicación presentan como terroristas realidades muy distintas (1) .

Así, por ejemplo, como indica CANCIO MELIÁ (2) , las siguientes expresiones han sido utilizadas por diversos responsables políticos recientemente en España: «terroristas domésticos» para referirse a los hombres que maltratan a sus mujeres (3) ; «ciberterroristas» para denominar a los hackers que pretenden causar daños en los ordenadores atacados u obtener información (4) ; o «terroristas medioambientales» (5) , hasta llegar al «terrorismo forestal», para calificar la provocación de incendios. Es más, dichos enunciados no sólo parecen del agrado de la opinión pública, sino que ésta ha configurado otros rótulos tales como «terrorismo vial», en referencia a quienes circulan violando los límites de velocidad (6) .

Por su parte, en el ámbito de los mass media el término terrorismo aparece cada día en alrededor de una decena de noticias y artículos de opinión de distintos periódicos españoles y extranjeros (7) . De modo muy significativo, por ejemplo, en La Vanguardia de 8 de noviembre de 2006 tal vocablo se utilizaba en relación con hechos tan dispares como los siguientes: el intento de atentado contra instalaciones petroleras en Yemen; los ataques del Ejército israelí en la localidad palestina de Beit Hanun en la que murieron cerca de veinte personas; el proceso de paz con ETA; la condena de 12 años impuesta a De Juana Chaos por amenazas terroristas; la autorización de Guatemala de extraditar a España a cuatro militares y dos civiles por delitos de genocidio, torturas y terrorismo; el juicio por el 11-M; y el atentado de un «terrorista suicida» en el que murieron más de cuarenta soldados y resultaron heridos varias decenas en Pakistán.

Además, de esta tendencia también se han hecho eco las tareas de algunos operadores jurídicos de distintos países de Europa, los cuales han comenzado a subsumir delitos comunes de daños, incendios y desórdenes públicos en la categoría de terrorismo. Así, la Oficina Federal alemana de Lucha contra el Crimen (Bundeskriminalamt) ha calificado de terrorista al Militante Gruppe (MG), el cual, hasta ahora, sólo ha provocado incendios que no han puesto en peligro concreto la vida de las personas (8) ; la Fiscalía griega de Terrorismo y Crimen Organizado ha ordenado una investigación para determinar si los incendios que asolaron Grecia en agosto de 2007 podrían ser considerados actos de terrorismo (9) ; y los Tribunales españoles han calificado de terroristas determinados desórdenes públicos por su -mera- virtualidad de alterar la seguridad en las calles (10) .

Por último, el concepto de terrorismo también se utiliza desde otros ámbitos de las Ciencias Sociales, como la Criminología, la Ciencia Política o la Sociología (11) , e históricamente ha servido para denominar fenómenos diferentes en distintas épocas (12) , puesto que los métodos terroristas se usan dentro de otros escenarios (13) . Por tanto, el terrorismo como método, esto es, la utilización de actos violentos susceptibles de atemorizar a las personas, se manifiesta junto con otras formas de violencia política (14) . De hecho, uno de los problemas actuales es que se confunde el terrorismo como fenómeno delictivo y el terrorismo como método. Así, el nazismo atemorizó a las sociedades europeas durante la Segunda Guerra Mundial. Del mismo modo, cualquier dictadura se caracteriza por gobernar mediante el terror. Ahora bien, ¿puede afirmarse que Hitler, Stalin, Pinochet y Bin Laden, por ejemplo, constituyen exponentes de un mismo fenómeno?

Pese a la proliferación de su uso (15) , sin embargo, no existe en la comunidad jurídica a la que pertenecemos un concepto penal de terrorismo que sea inequívoco (16)  y unánimemente aceptado (17) , ni en los ordenamientos internos ni en el ámbito internacional (18) . De este modo, es usado indistintamente por las fuerzas más opuestas para deslegitimar o criminalizar al opositor y se manipula y amplía por los distintos grupos enfrentados para favorecer sus propios intereses (19) .

Por ejemplo, como apunta BIGIO (20) , «en la guerra fría EE.UU. propagandizó como "combatientes por la libertad" a fuerzas, como las de Bin Laden, a las que hoy acusa de "terroristas". Bin Laden justifica el ataque del 11 de septiembre aduciendo que EE.UU. es el peor terrorista (...). Para Moscú, el peor terrorismo es el de los chechenos separatistas y para éstos el mayor terrorismo es el del ejército ruso que arrasó su capital matando a decenas de miles de civiles (...). Israel ataca a Hamás e Hizbolah como terroristas, pero Siria y muchos países musulmanes les consideran independentistas palestinos y quieren juzgar a Sharon como criminal de guerra».


Como consecuencia de tal panorama se mezcla el terrorismo con delitos comunes, con los actos sucedidos en el marco de un conflicto bélico, con crímenes cometidos por dirigentes estatales contra su población o parte de ella, y con la resistencia armada legítima frente a la ocupación extranjera (21)  o la opresión de un régimen dictatorial (22) . Así, no es posible saber si sus ejecutores actúan legítimamente, son delincuentes comunes o terroristas, o cometen crímenes de guerra, de genocidio (23)  o de lesa humanidad (24) , ni, por tanto, si al ser detenidos o capturados deben tener el estatus de delincuentes o de presos de guerra.

Tal es la confusión que hasta se ha llegado a crear un híbrido entre los presos de guerra y los delincuentes terroristas. Como es sabido, los detenidos en la base militar de Guantánamo y en otras prisiones militares de los EE.UU. tienen el estatus de «combatientes enemigos», categoría que se encuentra en un limbo legal (25) .


Además, dicho concepto contiene una carga emotiva (26)  de tal entidad que conlleva que la delincuencia nombrada de esta manera sea interiorizada como más grave. El núcleo duro del terrorismo, esto es, aquella actividad sobre la que nadie discute su naturaleza terrorista, es una forma de criminalidad que causa especial repulsa en la sociedad (27) , así como un pavor más intenso, por razón de los bienes jurídicos afectados, los medios utilizados, la reiteración con que se cometen atentados y el estado de coacción al que somete a la población. Por tanto, hay que ser muy cuidadoso al etiquetar un fenómeno criminal con el rótulo «terrorista», puesto que esa animadversión comporta que la delincuencia así denominada, más allá de su tratamiento legal más severo, sea también percibida como tal a nivel social (28) . Así, por ejemplo, un «ciberterrorista» es peor que un hacker informático, un «terrorista forestal» es más reprochable que un pirómano, o un «terrorista doméstico» es más execrable que un maltratador. De este modo, si la ciudadanía siente que existe un mayor número de sujetos «peligrosísimos» y de grupos de delincuentes catalogados como enemigos, su percepción del riesgo y sus ansias de venganza incrementan (29) .

No obstante, es sabido que la sensación de inseguridad y los sentimientos de indignación no son buen augurio para el respeto de los límites y las garantías tradicionales del Derecho Penal (30) : por un lado, ante el peligro proveniente del terrorismo, la libertad (subjetiva) de la mayoría depende por completo de su seguridad, por lo que ésta constituye una reivindicación fundamental (31) ; y, por el otro, la retribución como fin del castigo se convierte en una herramienta instrumental para satisfacer las necesidades sociales de pena (32) , de modo que se demandan sanciones susceptibles de mantener encarcelados a los delincuentes de por vida (33) .


Ahora bien, pese a la «amalgama de terrorismos» existentes (34) , los Estados democráticos de Derecho tienen que determinar con claridad este concepto en sus respectivos ordenamientos jurídicos. Puesto que, actualmente, todos los países, sus operadores jurídicos y políticos y las distintas disciplinas sociales están de acuerdo en que el terrorismo es una forma de violencia que provoca la muerte y la destrucción, es el Derecho Penal el llamado, en primer término, a regularlo y contrarrestarlo. Por tanto, las normas penales han de establecer qué consideran que es terrorismo. Por un lado, en orden a respetar el principio de legalidad en su vertiente de lex certa, esto es, la seguridad jurídica característica de un Estado de Derecho (35) . Dado que las legislaciones en esta materia son de carácter excepcional (36)  hay que conocer la clase de delincuencia a la que puede aplicarse (37) . Por el otro lado, para no subsumir en una misma categoría delictiva conductas cuyo contenido de injusto, bien cuantitativo, bien cualitativo, es distinto. Como es sabido, un Derecho Penal legítimo no puede sancionar con la misma pena hechos que tengan un grado de desvalor diferente, por razones de igualdad y proporcionalidad.

Así, el punto de partida de este trabajo a fin de alcanzar el concepto jurídico-penal de terrorismo se asienta sobre un método inductivo, que puede dividirse en tres fases. A partir de la observación de distintos fenómenos delictivos violentos que, en ocasiones, son etiquetados como terroristas por su virtualidad de afectar a la convivencia democrática, se extraerán, en primer lugar, los rasgos característicos que comparten. De este modo, una vez establecidos sus elementos comunes, en segundo lugar, se procederá a comparar si todos ellos lesionan exactamente los mismos bienes jurídicos o, por el contrario, alguna manifestación extrema de violencia se caracteriza por incorporar algún rasgo que la hace especialmente reprochable. De ser así, el rótulo terrorismo sólo podrá predicarse de aquellas conductas que posean tal plus de injusto. Y, por último, el contenido de desvalor fijado será el punto de partida para determinar aquellas modalidades de ataque que son capaces de alcanzarlo, esto es, servirá de base para establecer los rasgos característicos del terrorismo y sus límites con otras actividades que no tengan la virtualidad de vulnerar los bienes jurídicos tutelados por tales delitos. Así, se extraerán consecuencias respecto al terrorismo de Estado y se trazará la frontera entre el terrorismo y la guerra.
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El concepto de terrorismo 



Dicho todo lo anterior, pues, la primera cuestión a dilucidar versa sobre los elementos atacados por las distintas tipologías de delincuencia violenta que es usual ver etiquetadas con el rótulo de terrorismo y las diferencias, si es que las hay, que existen entre ellas. Sólo así, se estará en condiciones de establecer un concepto jurídico-penal de terrorismo que tenga en cuenta los elementos distintivos existentes respecto a otros fenómenos delictivos, y que, por tanto, únicamente castigue con la misma pena conductas cuyo contenido de injusto sea idéntico.

Ahora bien, hay que poner de relieve que, de entrada, se partirá del análisis de aquellos elementos que el terrorismo ataca en el seno de un Estado democrático de Derecho, el cual, a diferencia de una tiranía (1) , debe combatir cualquier clase de delincuencia dentro de unos parámetros determinados (2) . Puesto que la finalidad última de esta investigación es determinar qué pueden hacer los gobiernos de las naciones libres y abiertas para luchar legítimamente contra el terrorismo, hay que establecer, en primer lugar, los elementos que este fenómeno vulnera en su ámbito. En consecuencia, en las líneas que siguen se determinará, en términos penales, el contenido de injusto de los delitos de terrorismo regulados en los sistemas políticos democráticos y se diferenciarán distintas formas de violencia que coexisten en su seno.

1.  El contenido de injusto de los delitos de terrorismo en el seno de los sistemas democráticos. Diferencia entre estas figuras, los delitos comunes y otras tipologías de delincuencia organizada y violenta

Ante todo, los delitos de terrorismo se caracterizan, como es sabido, por la comisión de infracciones comunes, a las que se les añade su virtualidad de causar terror entre la población (3) , esto es, de alterar la paz pública, en orden a la obtención de determinados objetivos. De este modo, el terrorismo contiene un plus de desvalor respecto de la delincuencia común, puesto que a diferencia de los meros homicidios, lesiones, etc., cada acto concreto contribuye a la creación de una situación de alarma o miedo colectivo idónea para alterar la normalidad de la convivencia ciudadana y el ejercicio de los derechos fundamentales (4) . Así, el hecho terrorista trasciende al daño concreto causado (5)  ya que conlleva un mensaje delictivo ulterior que amenaza la seguridad del resto de la sociedad.

Ahora bien, en la realidad cohabitan muchas actividades delictivas organizadas, reiteradas y violentas que atentan contra la paz, la libertad y la seguridad esenciales en nuestras sociedades democráticas. Así, junto a organizaciones de las que nadie pone en duda su carácter de terroristas, como ETA, el IRA o Al Qaeda, por ejemplo, existen grupos mafiosos (6) , bandas juveniles que atemorizan a vecindarios enteros (7) , asociaciones racistas (8)  u organizaciones parapoliciales que se dedican a «campañas de exterminación de delincuentes comunes» (9) . De este modo, hay que determinar si todos estos fenómenos comparten los mismos rasgos de manera que se les pueda hacer merecedores de un único rótulo, y, por ende, de unas consecuencias penológicas idénticas; o, por el contrario, si alguno de ellos contiene determinados rasgos que permiten diferenciar distintas tipologías delictivas violentas susceptibles de atemorizar a la población.

Pues bien, en mi opinión, de la observación de la realidad puede deducirse que los grupos de los que nadie duda sobre su naturaleza terrorista tienen un elemento que permite diferenciarlos del resto de la delincuencia violenta: la comisión de delitos por tales bandas y la alteración de la paz social se dirigen, en último término, a coaccionar a los gobiernos democráticos para que sucumban a sus peticiones. De este modo, no sólo no respetan el marco legal de una sociedad libre y abierta, es decir, los derechos y libertades fundamentales reconocidos en las constituciones y la convivencia pacífica, sino tampoco los mecanismos democráticos de toma de decisiones políticas. En otras palabras, los interlocutores de dichos grupos son tanto los miembros de una sociedad democrática como sus gobernantes (constituidos o en proceso de constitución).

En cambio, las diversas manifestaciones del crimen organizado aludidas no persiguen la subversión política de un país, sino, al contrario, manipular el existente en orden a conseguir sus intereses (10) . Así, dichas bandas u asociaciones pretenden crear un subsistema normativo al margen del impuesto por el Estado (11) , a fin de obtener poder (normalmente económico (12) , aunque también pueden tener un origen xenófobo), pero no obligar a los gobiernos a que cambien sus políticas en contra de las decisiones tomadas libremente por la mayoría de ciudadanos (13) . De este modo, tales fenómenos delictivos no son terroristas (14)  -desde una perspectiva penal-, aunque también puedan llegar a representar un problema político (15) .

En consecuencia, el bien jurídico atacado por el terrorismo en los estados democráticos es triple: en primer lugar, el bien jurídico concreto protegido por cada delito común, esto es, la vida, integridad física, libertad, etc.; en segundo lugar, la paz pública en su acepción de estado colectivo de tranquilidad y sosiego por la propia vida (16) ; y, por último, las vías democráticas de toma de decisiones políticas, es decir, el poder del pueblo como único legitimado para decidir sobre el contenido de las leyes y de las políticas públicas (17) , desde un plano simbólico (18) . Por el contrario, en el resto de modalidades delictivas citadas no concurre dicho tercer elemento, esto es, la exclusividad de los mecanismos constitucionales que encauzan la disputa política (19) , por lo que su contenido de injusto es algo menor. En definitiva, mientras que estos fenómenos no pretenden modificar el «continente» democrático sino que alteran su «contenido», el terrorismo ataca ambos elementos.

2.  Rasgos distintivos del terrorismo y límites con otras modalidades delictivas

Así pues, en el apartado anterior se ha delimitado el terrorismo respecto de otras formas de delincuencia organizada y violenta. Ahora bien, dicha frontera no es la única que tiene que trazarse en este ámbito. Como se ha indicado, también se relaciona tal fenómeno con los desórdenes públicos, los meros incendios o el ciberespacio, por citar algunos ejemplos. Por tanto, a continuación hay que seguir depurando dicho término, lo que, a su vez, sólo puede realizarse a partir del contenido de injusto de los delitos de terrorismo que se ha establecido. Es decir, una vez determinados los bienes jurídicos tutelados por tales figuras se está en disposición de extraer, por un lado, el método a través del cual es posible atacarlos, esto es, la forma de comisión, la clase de delitos, el tipo de armas y la base orgánica susceptibles de vulnerar los elementos protegidos; y, por el otro, la finalidad perseguida por el fenómeno que nos ocupa. De este modo, en los apartados que siguen se fijará el concepto de terrorismo, esto es, se establecerán sus rasgos característicos y los límites con aquellas modalidades delictivas que no alcancen ese grado de injusto, bien en términos cuantitativos, bien en términos cualitativos.

Sin embargo, antes de entrar en esta cuestión se expondrá, brevemente, el estado de la cuestión sobre el concepto de terrorismo y sus elementos característicos en la doctrina penalista.

2.1.  Estado de la cuestión en la doctrina penalista

Como pone de relieve BONANATE (20) , en la doctrina existen tantas definiciones de terrorismo como autores se han ocupado de tal fenómeno. No obstante, si bien es cierto que cada académico ha aportado su propio concepto (21) , no lo es menos que existen unos rasgos característicos comúnmente aceptados: el sustrato armado, el modus operandi y la creación de un estado de miedo y coacción.

En primer lugar, quienes han tratado esta materia ponen de relieve que una de las características del terrorismo es el uso habitual de armamento idóneo para la realización de sus finalidades delictivas (22) . En concreto, hacen referencia a la utilización de armas de fuego y artefactos explosivos (23) , como parte del esquema y funcionamiento de la actividad terrorista (24) .

En segundo lugar, se afirma unánimemente que este fenómeno es una forma de criminalidad que se caracteriza por la realización de delitos graves contra las personas: homicidios, asesinatos, lesiones, secuestros, coacciones, etc., de manera reiterada (25)  e indiscriminada (26) , mediante el uso de las armas y los explosivos que posee ese grupo (27) . De este modo, la violencia (28)  es el medio del que se vale el terrorismo para conseguir sus propósitos (29) .

En tercer lugar, la doctrina considera que el terrorismo es susceptible de crear un estado de inseguridad, miedo colectivo y coacción (30) . Sin atacar la paz pública o la seguridad ciudadana -de toda la sociedad en general o de un grupo en particular-, los terroristas no tienen nada con lo que obligar a un Gobierno, a la población o a un grupo a que adopte ciertas decisiones o se comporte de una manera determinada (31) . De este modo, dicho elemento se encuentra indefectiblemente unido al anterior (32) : es necesario que de modo continuado se realicen delitos graves e indiscriminados contra las personas para que objetivamente se pueda crear tal situación de terror.

Por el contrario, se discute sobre si es necesaria la existencia de una organización delictiva (33)  que dé cobertura a las acciones terroristas (34) , o puede practicarse por individuos aislados (35) ; y tampoco existe acuerdo respecto a la finalidad última perseguida por este fenómeno: si sólo es política o caben objetivos de otra naturaleza. Así, aunque se comparte la idea de que la comisión de delitos contra las personas de manera violenta y reiterada, actividad que es idónea para crear una situación de miedo y coacción, responde a un fin último, no hay unanimidad sobre cuál es su contenido. Mientras que según el sector doctrinal mayoritario es necesario que el terrorismo se oriente a la consecución de una meta política (36) , para otros autores dicha finalidad puede tener otra naturaleza, esencialmente social (37) .

Ahora bien, hay que poner de relieve que, generalmente, no se matiza sobre qué hay que entender por finalidad política o por finalidad social; o, si se hace, se le asigna un contenido muy amplio al fin político (38) . Poner bombas para conseguir mejoras salariales en empresas privadas; para excluir social y políticamente a un colectivo (Ku Klux Klan -KKK-, por ejemplo); para concienciar sobre la necesidad de un mayor respeto a la naturaleza; para imponer determinadas creencias religiosas, ¿persigue fines sociales o políticos? O, tal vez, ¿se encuentran mezclados? (39) . En realidad, de las reflexiones genéricas realizadas por la mayoría de autores que han tratado esta cuestión se desprende que también consideran terrorista la actividad delictiva cuya finalidad se dirige a vulnerar las normas básicas de la convivencia democrática o a impedir el ejercicio de los derechos constitucionales (40) . Por tanto, en el fondo, el punto de desacuerdo doctrinal versa sobre el significado atribuible a la expresión «finalidad política». Los autores que usan este rótulo como equivalente al orden democrático y a la paz social no incluyen en el terrorismo la persecución de fines sociales de modo explícito, pero éstos se infiltran en lo político. En cambio, quienes aluden expresamente a los fines sociales están pensando en un concepto más reducido de finalidad política. Por tanto, respecto a las consecuencias prácticas, parece que no hay demasiadas diferencias entre ambas posturas. En definitiva, hay indicios para suponer que la mayoría de la doctrina también consideraría terrorista al siguiente grupo: aquel que pusiera bombas en las librerías de un país para impedir la venta de una obra considerada blasfema, independientemente de la etiqueta utilizada para denominar los fines últimos que persigue el terrorismo, bien políticos (41) , bien sociales (42) .

2.2.  El método: la violencia reiterada e indiscriminada contra las personas, susceptible de crear terror en el público

Como se ha indicado, una vez establecido el estado de la cuestión en la doctrina penalista, es hora de tomar postura sobre el concepto y características del fenómeno que nos ocupa. Así, a grandes rasgos, con el término terrorismo deben denominarse, en mi opinión, aquellas conductas delictivas violentas, reiteradas e indiscriminadas; dirigidas contra bienes jurídicos personalísimos; capaces de instrumentalizar a las personas para conseguir fines políticos; y realizadas bien por bandas, organizaciones o grupos armados (43) , bien por sujetos individuales. Por tanto, el terrorismo utiliza un método determinado, a saber, el uso de una violencia de tal intensidad que es susceptible de originar terror en la sociedad, mediante la cual persigue la finalidad de conseguir cambios políticos (44) ; pero no es necesario que concurran determinadas características estructurales, esto es, aunque suele actuar con la cobertura de una organización, conceptualmente también puede aparecer a título individual (45) . Veámoslo con más detenimiento.

2.2.1.  La reiteración e indiscriminación delictiva como mecanismo de instrumentalización de las personas

Como se ha indicado, en el ámbito del terrorismo cada acto concreto no sólo lesiona el bien jurídico personal atacado por ese atentado, sino que trasciende al daño específico. De este modo, la actividad delictiva contra las personas característica del terrorismo tiene que realizarse de modo reiterado (es decir, continuo) e indiscriminado (esto es, aleatorio) (46) . El mensaje de un atentado terrorista es que volverá a ejecutarse ese hecho u otro igual de destructivo, mientras el statu quo que se pretende modificar siga inalterado (47)  -de aquí la importancia de la continuidad o la reiteración delictiva (48) -. Así, a la concreta persona atacada no sólo se le lesionan sus bienes más fundamentales sino que también es instrumentalizada (49) , y lo es en un doble nivel.

Por un lado, el recado enviado con la comisión del hecho se dirige a toda la sociedad o a un grupo (instrumentalización de primer nivel) y conlleva la alteración de la paz pública, esto es, la transformación de un «estado de tranquilidad y sosiego [social] trascendentes» (50)  en una situación de miedo o terror colectivo por la propia vida. De aquí la relevancia del elemento de indiscriminación, puesto que, de este modo, la concreta víctima «tiene sólo un valor simbólico, como portadora del mensaje, con efectos masivos, de que a cualquiera puede sucederle lo mismo» (51) ; sobre todo a aquellos que se interpongan en su camino o se opongan a sus planes (52) . Pese a que, en términos estadísticos, existen más posibilidades de morir o sufrir lesiones por otras causas, el impacto psicológico (53)  del daño es mucho más elevado en el terrorismo (54) . Es decir, la sensación de seguridad, esto es, la seguridad subjetiva (55) , se ve mucho más afectada por este fenómeno aunque objetivamente otras causas sean más peligrosas para la vida y la integridad de las personas; y ello es debido a que el modus operandi utilizado, a saber, la aleatoriedad y la repetición (lo que también se relaciona con la magnitud del daño), incide en la psiquis de las personas de un modo especialmente intenso (56) , sobre todo en la era de las armas de destrucción masiva (57)  y de la comunicación de masas (58) .

La realidad demuestra que el terrorismo, comparado con otros fenómenos, ocasiona un número relativamente reducido de víctimas (59) . Ante todo, otras causas delictivas conllevan más muertes que el terrorismo. Así, por ejemplo, en España ha habido 491 víctimas de violencia de género entre 1999 y 2006 (60) , mientras que los asesinatos por bandas terroristas en el mismo período ascienden prácticamente a la mitad, esto es, 248 (61) . Del mismo modo, en los EE.UU. fallecieron 3.047 personas como consecuencia de los atentados del 11-S. Ahora bien, a lo largo de 2001, 13.752 personas fueron víctimas de homicidio con arma (62) . Además, respecto a sucesos básicamente imprudentes o fortuitos, los accidentes de circulación han dejado 26.780 fallecidos en España entre 2000 y 2005 (63) . Y, en el mismo orden de cosas, las causas técnicas suelen provocar la mayoría de siniestros mortales en los accidentes de aviación, no los atentados terroristas. Sin embargo, las personas están más dispuestas a pagar por un seguro de vuelo para cubrir las pérdidas provocadas por un ataque terrorista que por otra clase de motivos (64) . En definitiva, como indica ARON (65) , el terrorismo se caracteriza por tener unos efectos psicológicos que son desproporcionados respecto a sus efectos puramente físicos.


Por el otro lado, el mensaje del acto concreto también se dirige al Gobierno (instrumentalización de segundo nivel) con la intención de conseguir unos fines (políticos) determinados (66) ; mensaje que no llamaría su atención si no existiese esa situación de miedo colectivo. Puesto que la sociedad reclama protección del Estado, éste es más vulnerable a las demandas terroristas si la población está atemorizada (67) . Por tanto, la creación de terror general es a la vez fin y medio (68) .

Finalmente, el alcance físico de esa interacción social violenta, que es menos letal y destructiva que la ocasionada por otros fenómenos, conlleva un impacto psíquico de tal magnitud que es idóneo para atemorizar a los miembros de una sociedad determinada y para dirigir los comportamientos de los gobiernos (69) .

A.  La continuidad delictiva

Dicho lo anterior, resta todavía matizar el concreto alcance de los elementos de reiteración y aleatoriedad delictiva. Así, respecto a la cuestión de la continuidad cabe aclarar que lo esencial es que exista un pronóstico de repetición objetivamente constatable, puesto que sólo en estos términos es posible configurar una actividad que verdaderamente sea susceptible de atentar contra la paz pública y coaccionar al Estado (70) .

Además, este criterio sirve para determinar el inicio y el fin de una concreta actividad terrorista. Por un lado, el primer atentado de un nuevo grupo (o de un individuo), que mediante su ejecución dirija una amenaza a la sociedad y al Gobierno con seguir haciéndolo, puede ser considerado terrorista si, objetivamente y ex ante, parece creíble su reiteración (71) : por ejemplo, explosiones de gran magnitud o atentados de gran calado con muchas víctimas o contra lugares emblemáticos, que muestren la capacidad operativa y destructiva de esa nueva organización. De este modo, las dimensiones de macroatentados específicos, como los del 11-S, comportan que los siguientes hechos violentos puedan aparecer más espaciados en el tiempo -e, incluso, aunque no vuelvan a repetirse es posible seguir calificando al único delito como terrorista-. En cambio, si los ataques son a pequeña escala es necesaria una constante oleada de atentados (72) , para poder comenzar a hablar de terrorismo.

De la misma manera, también puede ser determinante para denominar terrorista un primer -e, incluso, único acto delictivo-, la alusión a un grupo que operó en el pasado, o la unión a una organización existente. Por ejemplo, si, en breve, surgiera una banda en el Reino Unido que afirmase ser «la nueva IRA», o un grupo que se declarase parte de Al Qaeda, la nueva organización, al utilizar y hacer suya la carga destructiva y psicológica que suponen (o han supuesto) dichas bandas armadas en las sociedades en cuestión, ya tendría esa capacidad de instrumentalización desde su primer atentado. De hecho, en la actualidad existen numerosos grupos que han ido adoptando la ideología yihadista, los cuales han pasado a formar parte de la red terrorista, flexible y descentralizada, liderada por Al Qaeda. Por tanto, desde el primer acto susceptible de instrumentalizar los bienes más esenciales de las personas, estos grupos presentan los elementos para ser considerados terroristas.

Así, por ejemplo, el pasado 9 de octubre de 2008, la organización terrorista peruana Sendero Luminoso, a la que se daba ya casi por extinguida puesto que llevaba sin cometer ataques desde principios de los años noventa, reapareció con un atentado que causó la muerte de dieciséis personas. En este caso, pues, es posible denominar terrorista este primer nuevo hecho delictivo (73) .


Ahora bien, fuera de estos casos, si existe duda sobre la reiteración delictiva de un concreto acto, no podrá calificarse ese primer delito como terrorista, ni a sus autores pertenecientes a una organización de tal naturaleza. Para ello será necesario esperar hasta que el mismo grupo ejecute un segundo atentado, siempre que éste sea idóneo para instrumentalizar a las concretas víctimas del modo indicado.

Por el otro lado, sólo a partir del momento en que un grupo o un individuo dejan las armas puede reputarse que su actividad terrorista ha finalizado. Así, aunque no es necesario que se cometan atentados cada día ni cada mes -de hecho, en la realidad ocurre que determinados grupos terroristas están años sin matar, lesionar o secuestrar-, mientras no se abandona la violencia definitivamente hay posibilidad de que se atente contra las personas en cualquier momento (74) ; especialmente, en los supuestos en que es conocido por el público que esas organizaciones siguen realizando delitos tendentes a ejecutar atentados contra la vida, integridad y libertad de las personas, como el robo de explosivos, la extorsión, etc. (75) .

B.  La indiscriminación delictiva

Por lo que respecta al elemento de la indiscriminación o aleatoriedad, hay que matizar tres cuestiones. Ciertamente, la realidad demuestra que la actividad de las organizaciones terroristas suele afectar a toda la población de uno o varios Estados (terrorismo nacional y terrorismo global (76) , respectivamente), puesto que cualquier miembro de esas sociedades se presenta como una potencial víctima. Sin embargo, también cabe hablar de terrorismo si una banda armada circunscribe, bien el colectivo objeto de ataque, bien el lugar donde atentar, o excluye como blanco algún sitio o algún grupo de personas.

Así, en primer lugar, puede imaginarse una organización cuyo plan de actuación consista en atentar sólo contra determinados colectivos: por ejemplo, periodistas, fiscales, policías, o, incluso, contra los miembros de una familia real, y exija demandas políticas a cambio de no seguir haciéndolo. De este modo, el elemento de aleatoriedad se difumina de entrada, puesto que no cualquiera es marcado como objetivo. No obstante, la mera existencia de una banda armada en una sociedad, aunque sólo atente contra la vida, libertad e integridad de un colectivo determinado, es susceptible de afectar a la paz pública de la mayoría que ansía habitar en un lugar libre de tal clase de violencia, ya que, en el escenario contrario, todo el mundo puede verse afectado por un concreto acto terrorista. Dicho a modo de ejemplo, por mucho que la familia real sea el objetivo directo de un grupo, resulta lógico pensar que el atentado contra sus miembros tendrá que realizarse en apariciones públicas, por lo que, ex ante, nadie queda imposibilitado para resultar muerto o lesionado como víctima «colateral» de los disparos o la explosión de un artefacto. Del mismo modo, si se envían cartas bomba a determinados colectivos, éstas pueden estallar mientras están siendo transportadas o al llegar a su destino, por lo que es posible que el cartero o los vecinos se vean afectados (77) .

Ahora bien, si fuese constatable que la actividad continuada de un grupo determinado ha instrumentalizado a ciertas víctimas para conseguir un cambio político (instrumentalización de segundo nivel), es decir, se ha amenazado al Gobierno, pero la ejecución de delitos no ha tenido trascendencia social, esto es, no ha alterado la paz pública, no podrá hablarse de terrorismo: por ejemplo, se han producido tres asesinatos en orden a conseguir un fin político sin que hayan trascendido a la opinión pública los motivos de las muertes, puesto que la amenaza se ha dirigido al Gobierno privadamente a través de unas misivas; más concretamente, el Ministro de Defensa recibe una carta en la que se le conmina a tomar una decisión política si no quiere que mueran inocentes, lo que acaba sucediendo al no conseguirse la condición impuesta, pero sin que la ciudadanía sepa las razones de tales crímenes.

En nuestro ordenamiento jurídico, estos supuestos serían constitutivos de los correspondientes delitos de homicidio o asesinato en concurso real con unas amenazas. Sin embargo, de lege lata no existe ninguna circunstancia agravante que permita valorar el mayor contenido de injusto que representa la instrumentalización de segundo nivel, respecto a los supuestos en los que no existe esa coacción al Gobierno. Por tanto, tal elemento debería valorarse a la hora de determinar la pena concreta dentro de aquel marco.


Del mismo modo, tampoco es constitutivo de terrorismo el atentado contra un grupo tan reducido de personas cuya afectación a su seguridad pudiera subsumirse en el delito de amenazas individuales: por ejemplo, amenazar a un político con matar a su esposa e hijos para conseguir un fin determinado.

En este supuesto, junto a la amenaza inicial dirigida a dicho sujeto -mientras no consiga el fin (político) que anhelo mataré a tu familia- y los concretos homicidios o asesinatos concurriría, de nuevo, un delito de amenazas en relación de concurso ideal con cada muerte causada, puesto que cada asesinato, a parte de atentar contra la vida de la concreta víctima, enviaría un mensaje al resto de potenciales objetivos. Además, la determinación de la pena concreta también debería abarcar el contenido de injusto inherente a la coacción política fuera de los cauces democráticos.


Ciertamente, en este ámbito se plantean casos límite. Así, por ejemplo, no habría dudas en calificar como terrorista la actividad tendente a atentar únicamente contra los miembros de una comunidad universitaria determinada -por ejemplo, los alumnos, profesores y administrativos de la Universidad Pompeu Fabra (UPF)- teniendo en cuenta las dimensiones de este colectivo. Ahora bien, ¿qué ocurriría si el objetivo de una banda armada fuera el conjunto de profesores universitarios de un departamento concreto, formado por algunas decenas de personas, o los estudiantes del grupo 1 de segundo de Derecho, constituido por un centenar de alumnos? En estos casos, ¿existiría la despersonificación propia del terrorismo?

Pues bien, en mi opinión, el parámetro tiene que ser el siguiente: si cualquier sujeto en la situación de la víctima se hubiera sentido intimidado a título individual, dadas las reducidas dimensiones del colectivo objeto de la amenaza, no podría hablarse de terrorismo (78) . A modo de ejemplo, no cabe duda que la amenaza dirigida contra un grupo formado por diez o quince alumnos, consistente en atentar contra su vida en caso de no conseguirse la condición (política) impuesta, afectaría a la seguridad personal de cualquiera que se imaginase en dicho escenario. En cambio, quedarían abarcados por el fenómeno terrorista los supuestos en los que dicho espectador objetivo puesto en la situación de los sujetos conminados no se considerase aludido directamente: por ejemplo, como se ha indicado, fijar como objetivos de las acciones delictivas a los miembros de una comunidad universitaria compuesta por varios millares de personas. Por último, dada la incertidumbre que seguirían planteando algunos supuestos extremos, en caso de duda sobre la aleatoridad de las víctimas, habría que optar por la solución más benigna, esto es, mantenerse al margen del terrorismo.

En segundo lugar, también es posible hablar de terrorismo aunque el objetivo no sean todos miembros de la sociedad de un país determinado sino que éstos pertenezcan a partes del territorio dentro de aquél, como una comunidad autónoma, un municipio o, incluso, un pueblo concreto. Piénsese, que, por ejemplo, hay ciudades que son mucho más grandes que algunos países, por lo que no tendría ningún sentido circunscribir los objetivos del terrorismo a toda y cada una de las personas de un Estado. De aquí que se aluda a que la paz pública atacada por el terrorismo puede ser la de toda una sociedad y también la de alguna parte de ella.

Ahora bien, de nuevo, si llegasen a concretarse tanto las víctimas que su instrumentalización no tuviera trascendencia en, al menos, un sector desindividualizado de la ciudadanía no podría hablarse de terrorismo. Así, por ejemplo, el asesinato de los cinco únicos habitantes de un pueblo ubicado en medio de la montaña (en orden a la consecución de un fin político, claro).

Por último, y, en consecuencia, tampoco empaña el elemento de aleatoriedad que una organización terrorista declare públicamente que no atentará en algunos lugares o contra determinados colectivos.

Por ejemplo, como es sabido, en el año 2004 ETA anunció que no atentaría en Cataluña, o, en el Diario Egin de 21 de noviembre de 1997, dicha banda armada publicó un comunicado según el cual «suspendía totalmente sus acciones contra el frente de cárceles», es decir, contra los funcionarios de prisiones (79) .


2.2.2.  La ejecución de delitos contra la vida, la libertad y la integridad de las personas

Así pues, como acaba de indicarse, el terrorismo se caracteriza por la ejecución de delitos violentos contra las personas que de modo repetido y aleatorio sean susceptibles de instrumentalizar a sus víctimas en el doble nivel mencionado (80) . Por tanto, las concretas infracciones que tiene que realizar una organización terrorista (o un sujeto aislado) han de atentar contra los bienes personales más esenciales de los individuos (81) , puesto que tienen que ser idóneas para producir intimidación y conmoción. Sólo vulnerando y poniendo en peligro la vida, salud, integridad y libertad de las personas es posible alterar la paz pública en el sentido indicado, esto es, crear temor por la propia vida, y, en consecuencia, forzar a los gobiernos a que atiendan las peticiones terroristas.

En consecuencia, ante todo no puede ser terrorista la actividad que sólo atente contra la propiedad y otros bienes materiales o aquella que únicamente produzca altercados públicos: por ejemplo, los actos de un grupo ecologista que ejecute permanentemente delitos de daños contra los edificios e instituciones de un Gobierno poco respetuoso con el medio ambiente (82) ; o los grupos antiglobalización que realizan desórdenes públicos.

Ahora bien, si junto al resultado constitutivo de daños o como consecuencia de tales desórdenes, perseguidos con dolo directo de primer grado, se lesionasen o pusieran en peligro la vida, salud, integridad o libertad de las personas con dolo eventual, no habría ningún problema en considerar terroristas tales hechos, siempre y cuando concurrieran los demás requisitos a tal efecto (continuidad delictiva, uso de armas, etc.).


Por el contrario, las infracciones terroristas tienen que afectar a los bienes más preciados de las personas (83) . Así, no hay duda de que será terrorista una organización que persiga la ejecución de homicidios, asesinatos, detenciones ilegales, secuestros y/o lesiones graves (84) .

Cuya frontera con las lesiones leves puede marcarse, en nuestro Código Penal, acudiendo a los límites entre los delitos (arts. 147 y ss.) y la falta de lesiones (art. 617.1), esto es, según si existe necesidad o no de tratamiento médico o quirúrgico, respectivamente. Así, en mi opinión, el terrorismo tiene que ejecutar algo más que únicamente delitos de lesiones leves. En este sentido, es interesante el caso de las siete cartas bombas que estallaron en el Reino Unido entre finales de enero y principios de febrero de 2007, las cuales no eran idóneas ex ante para matar o lesionar gravemente a las personas, y sólo causaron algún herido leve (85) . Según fuentes policiales, las primeras misivas enviadas parecían obra de activistas defensores del bienestar de los animales. Sin embargo, las últimas fueron remitidas a empresas relacionadas con el tráfico o la gestión de multas y peajes, por lo que los investigadores creyeron que los autores de los envíos podían ser un grupo de conductores que se sentían agraviados por algún problema concreto relacionado con el tráfico. Es más, la noticia periodística concluía del siguiente modo: «En el Reino Unido, es común que la gente recurra a actos violentos para llamar la atención sobre sus reivindicaciones, lo mismo a la hora de oponerse al uso de animales en pruebas científicas como para denunciar el supuesto trato discriminatorio a los varones cuando los jueces deciden sobre la custodia de los hijos de matrimonios rotos». Ahora bien, como se ha indicado hasta este momento, tales reivindicaciones no pueden ser calificadas como terroristas si los delitos producidos sólo son ex ante relevantes para afectar a la propiedad o para constituir lesiones leves, o son meros desórdenes públicos.


Además, junto a los delitos de resultado mencionados, también transfiere a un grupo el calificativo de terrorista la mera provocación de explosiones (86)  y la ejecución de incendios, que, aunque hasta un momento determinado no hayan matado ni lesionado a nadie, sí hayan puesto en peligro concreto la vida e integridad de las personas (87) .

Así, al contrario de lo que establece la Oficina Federal alemana de Lucha contra el Crimen (Bundeskriminalamt), el Militante Gruppe (MG), organización de extrema izquierda, antiimperialista y partidaria de la revolución social (88) , no entraría en la calificación de terrorista. Puesto que desde 2001 sólo ha reivindicado ataques incendiarios contra instituciones públicas y privadas, las cuales no han puesto en peligro concreto la vida e integridad de las personas (89) , tales conductas no reúnen los rasgos característicos de la instrumentalización de primer nivel.


Del mismo modo, cabe pensar en otros delitos de peligro -concreto- para la vida, integridad o salud de las personas; por ejemplo, en figuras de riesgo catastrófico, como la liberación de energía nuclear o elementos radiactivos (90) ; en delitos contra el medio ambiente (91) , como el envenenamiento de aguas u otros recursos naturales; en infracciones contra la salud de los consumidores, como la venta de comestibles nocivos para la salud (92) ; o, en alteraciones de las señales de tráfico de una gran ciudad o apagones que dejasen sin suministro eléctrico a hospitales, hogares, etc.

Así, por ejemplo, el 26 de febrero de 2008, un enorme apagón dejó sin electricidad y al borde del pánico al sur de Florida, donde habitan más de tres millones de personas. A causa de un problema en la red de distribución, la luz se fue de los hospitales y edificios dejando a cientos de personas en situaciones críticas y atrapadas en los ascensores. Además, al no funcionar los semáforos, en apenas veinte minutos se produjeron ocho accidentes y enormes atascos (93) . Por tanto, si esta situación hubiese sido provocada por individuos con reivindicaciones políticas y hubiese existido pronóstico de reiteración, no hay duda de que se hubiera podido calificar tal atentado como terrorista. De hecho, las autoridades locales informaron expresa e inmediatamente sobre las causas del incidente, descartando que fuese obra de algún grupo que tuviera tal naturaleza.


Por último, hay que analizar la «capacidad terrorista» de la mera ejecución del delito de amenazas. Si una organización sólo conmina a la sociedad con un mal determinado -por ejemplo, comenzaremos a matar aleatoriamente y no pararemos hasta conseguir nuestras metas (políticas)-, ¿puede tener la consideración de terrorista? Pues bien, en mi opinión parece claro que si ha pasado un tiempo sin que se haya ejecutado el daño con el que se amenazaba, los gobiernos y la población no tienen nada que temer -por lo que no puede hablarse de terrorismo-. Ahora bien, esta solución es más discutible durante el período en que esa amenaza parezca seria y susceptible de atemorizar a toda la sociedad o parte de la misma, por desconocer ésta si, efectivamente, se ejecutará el mal anunciado en caso de no cumplirse la condición requerida. Sin embargo, pese a ello, me parece más correcto subsumir estos hechos en la figura de amenazas contra un colectivo (94) .

Del mismo modo, si la intimidación se dirige contra personas concretas (amenaza individual) o concretables (amenaza dirigida contra un colectivo en el que cada miembro pueda sentirse aludido personalmente) con la finalidad de condicionar la libre expresión de su voto tampoco puede hablarse de fenómeno terrorista.

Téngase en cuenta que el art. 416 bis CP italiano establece que, entre otros casos, una asociación es de tipo mafioso cuando sus miembros se valen de la fuerza de la intimidación del vínculo asociativo con el fin de impedir u obstaculizar el libre ejercicio del voto o de procurarse el voto para sí o para otro con ocasión de un proceso electoral. Del mismo modo, en Brasil los grupos paramilitares formados por ex agentes y actuales miembros de diversos cuerpos de seguridad del Estado, que extorsionan a los vecinos de las favelas bajo su control a cambio de seguridad, también están acusados de amenazarlos para que voten a sus candidatos en los comicios para elegir a los alcaldes y concejales (95) .


Sin embargo, obsérvese cómo en este supuesto no se trata tanto de que el delito con el que se conmina no sea susceptible de instrumentalizar a las personas, de modo que el daño que han sufrido sirva de ejemplo para los demás. Lo relevante para descartar el terrorismo es que la amenaza directa sobre un sujeto determinado o determinable no presenta el rasgo de aleatoriedad o indiscriminación del que se vale dicho fenómeno a la hora de escoger a sus víctimas. En otras palabras, la intimidación individual o individualizable no envía un mensaje general a la sociedad diciéndole que cualquiera de sus miembros puede ser objeto de un delito, sino que anuncia a esas personas concretas que ellas van a sufrir un mal en caso de no cumplir con la condición impuesta. Por tanto, el mensaje de la amenaza no es «te puede tocar a ti, sujeto indeterminado, la próxima vez», sino que es «te va a tocar a ti, sujeto determinado, si no cumples la condición impuesta».

Ahora bien, en mi opinión, una asociación que utilice tales medios con dicho fin, aunque tampoco es terrorista, excede del fenómeno mafioso. Como se ha indicado, éste se caracteriza por crear subsistemas normativos al margen del impuesto por el Estado (96)  para procurarse poder económico, no por alterar el proceso democrático de toma de decisiones políticas, con el fin de favorecer sus intereses. Por tanto, dichas organizaciones son un tertium genus entre las bandas armadas terroristas y los grupos mafiosos: como en el terrorismo, atacan los cauces democráticos, pero no despersonalizan a las víctimas; y, como sucede en el ámbito del fenómeno mafioso, crean una situación de miedo entre las personas afectadas por las amenazas, de modo que no pueden ejercitar sus derechos fundamentales (en concreto, el derecho de voto), pero, además, alteran el proceso democrático.

Por ello, de lege ferenda, las asociaciones que mediante la intimidación pretendan alterar los procesos electorales deberían castigarse con una pena situada entre la prevista para el terrorismo y la establecida en los supuestos de delincuencia organizada violenta que sólo altera el orden público. Por su parte, de lege lata, en España tal clase de organizaciones podría subsumirse en la modalidad prevista en el apartado 1.º del art. 515 CP, pues tienen como finalidad la comisión del delito de amenazas. Sin embargo, no existe ninguna agravante que posibilite castigar el contenido de injusto que conlleva atentar contra el proceso libre y democrático de toma de decisiones políticas.

2.2.3.  Sobre los medios utilizados: concepto extensivo de arma

Ciertamente, lo usual es que el terrorismo use armas de fuego y, sobre todo, explosivos en la ejecución de su actividad delictiva. Ahora bien, desde una perspectiva teórica, lo esencial es que el armamento utilizado (97)  sea idóneo para instrumentalizar a las personas, es decir, para usar su vida, su libertad, su salud y su integridad física como motivo de terror social y como moneda de cambio con el Gobierno (98) . Por tanto, como indican GONZÁLEZ CUSSAC/FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ (99) , las armas usadas han de ser «capaces de causar grave daño a la vida».

De este modo, es posible hablar de terrorismo aunque sólo se utilicen pistolas u otros tipos de armas de fuego. Así, por ejemplo, el caso de los dos francotiradores de Washington adaptado a la existencia de una finalidad política podría considerarse un caso de terrorismo. Como es sabido, durante octubre de 2002 dos sujetos mataron a más de una decena de personas con un rifle de largo alcance, consiguiendo atemorizar a toda la población de la capital de los EE.UU. Por tanto, no es necesario usar explosivos y bombas para crear el terror social e instrumentalizar a las personas. En el mismo sentido, podría ser terrorista un grupo de samuráis que, usando únicamente la espada como arma, matase y lesionara a los miembros de una sociedad, creando así el pánico entre la población en orden a la consecución de un fin político.

Además, también deben incluirse junto a las tradicionales armas de guerra (100) , como cohetes y misiles (101) , los elementos químicos (102) , como el gas sarín con el que una secta atacó el metro de Tokio en 1995, radiactivos o nucleares (103) , y las nuevas armas biológicas o bacteriológicas (104) , en los casos del denominado «bioterrorismo» (105) .

Piénsese, por ejemplo, en el miedo que generó en los EE.UU. el envío de cartas con ántrax que se registró en Nueva York, Washington y Florida con posterioridad a los atentados del 11-S. De hecho, el entonces Fiscal General, John Ashcroft, calificó estos sucesos de «bioterrorismo» (106) . Además, posteriormente, se registraron casos de ántrax fuera de Norteamérica. En este sentido, es muy ilustrativa la noticia aparecida en El Mundo de 19 de octubre de 2001, informando sobre misivas contaminadas con ántrax en Kenia, las cuales desataron automáticamente una gran psicosis en el país africano (107) .


Por último, hay que analizar si alguna manifestación del denominado ciberterrorismo -o terrorismo originado desde el ciberespacio (108) - es susceptible de subsumirse en el verdadero fenómeno terrorista. De entrada, hay que indicar que existen muchas definiciones de este término desde que en 1980 fue acuñado por Barry C. Collin, investigador del Instituto de Seguridad e Inteligencia de California (109) . De este modo, tal concepto también es utilizado para hacer referencia a la causación mediante el ciberespacio, esto es, el ámbito artificial creado por medios informáticos (110) , de cualquier daño valorable económicamente: por ejemplo, piratear un sistema informático e irrumpir en el mercado bursátil, provocando grandes pérdidas económicas (111) . Así pues, en mi opinión tal modalidad de «ciberdelito» no tiene nada que ver con el terrorismo, puesto que no afecta a la vida, libertad o integridad de las personas. Ahora bien, en un sentido más restringido ciberterrorismo significa el uso de tecnología informática para lograr un estado psíquico de terror entre la población (112) . De este modo, el ciberespacio podría ser un arma subsumible dentro del terrorismo si, en orden a un fin político, su uso fuera idóneo ex ante para afectar los bienes más esenciales de las personas (113) , esto es, para generar una situación de violencia (114) : por ejemplo, si mediante el acceso a los sistemas informáticos pertinentes se causara un caos circulatorio (piénsese en el ejemplo de Florida citado supra en el epígrafe anterior), el descarrilamiento de trenes o metros, o la colisión de aviones comerciales contra grandes urbes (115)  (de hecho, los atentados del 11-S usaron aviones de pasajeros como armas de destrucción). Sin embargo, hay que poner de relieve que muchos especialistas en seguridad informática consideran que es virtualmente imposible que a través de la red pueda infligirse muerte a gran escala (116) , y, de momento, el ciberterrorismo permanece como un fenómeno teórico que todavía no se ha materializado en la práctica (117) .

2.2.4.  Rasgos estructurales del terrorismo: ¿es posible hablar de terrorismo individual?

De entrada, la realidad pone de relieve que el terrorismo se encuentra indefectiblemente unido a la existencia de una organización delictiva (118) , a la que distintos sujetos le aportan su apoyo y colaboración de modo particular. Como indica un sector de la doctrina, la organización es la que proporciona «los medios para ejercer la violencia con un mínimo grado de éxito y supervivencia» (119) : tanto los concretos delitos como el sustrato de intimidación necesario (120) . En consecuencia, pues, un grupo importante de autores considera que no puede hablarse de terrorismo individual (121)  en sentido estricto, puesto que no resulta verosímil que un sujeto por libre, sin la cobertura de una organización, tenga la suficiente potencialidad para ejecutar delitos de modo continuado, sembrar el terror social y presentar demandas políticas con proyección de estabilidad (122) .

Ciertamente, no le falta razón al citado sector doctrinal, puesto que la conducta aislada de un sujeto no se presenta como idónea ex ante a fin de convencer a la población y al Gobierno de que se ha instalado en el ámbito de la violencia política y es factible que allí siga durante mucho tiempo (más allá, por supuesto, de la alarma social que los asesinos en serie crean, o del impacto social de un acto aislado de consecuencias catastróficas ejecutado por un único sujeto; así, tiroteos en una escuela, por ejemplo). Es decir, el elemento de la continuidad delictiva y, por ende, la instrumentalización de primer nivel se difumina en demasía cuando una persona actúa sin la cobertura de un grupo. Así, la capacidad de repetición de conductas en el terrorismo recae en la organización, dado que aunque caigan uno o varios de sus miembros otros son llamados a reemplazarles.

En este sentido, incluso el caso del Unabomber, conocido «terrorista individual» que intentó luchar contra lo que entendía que eran los efectos malignos del progreso tecnológico, sería difícilmente subsumible en el verdadero fenómeno terrorista. Dicho sujeto realizó varios atentados con carta bomba durante un período de casi 18 años, con un resultado de 3 personas muertas y 29 heridos (123) . Ahora bien, en mi opinión, tal modus operandi, esto es, la ejecución de tan pocos actos con escasas víctimas durante un lapso de tiempo tan prolongado, no es susceptible ex ante de instaurar el miedo entre la población (124)  -es decir, no es idónea para trascender socialmente-.


Sin embargo, desde un punto de vista teórico y, sobre todo, dado el grado de destrucción que pueden alcanzar determinadas armas en la actualidad, es posible hablar de terrorismo individual. Así, por ejemplo, atacar a un sector de la población con armas químicas, biológicas o a través del ciberespacio es asequible para un sujeto aislado. En estos supuestos, la potencialidad lesiva que confiere la organización al terrorismo se ve sustituida por la capacidad operativa y dañosa de los medios utilizados, los cuales pueden afectar la vida e integridad de muchas personas con la ejecución de una única conducta.

Es más, incluso con armas de fuego tradicionales existe un supuesto real reciente que podría haberse subsumido dentro del fenómeno terrorista en caso de haber perseguido reivindicaciones políticas: el caso de los francotiradores de Washington. Como se ha indicado, los disparos al azar que dos sujetos realizaron en la capital de los EE.UU. causaron gran alarma social durante los más de veinte días que mataron indiscriminadamente en octubre de 2002. En este sentido, es muy ilustrativa la siguiente noticia aparecida en la prensa: «El francotirador de Washington ha cambiado la vida diaria de los ciudadanos de manera más visible que los atentados del 11 de septiembre, con colegios cerrados, citas canceladas para la peluquería y comercios tomados por la policía. Rutinas como poner gasolina, cortar el césped, esperar el autobús, ir de compras o llevar a los hijos al colegio se han convertido en actividades de riesgo por culpa de un asesino en serie que hace que el azar sea una cuestión de vida o muerte» (125) .


Ahora bien, pese a lo indicado, cuestión distinta es la necesidad político-criminal de tipificar una conducta inexistente en la realidad. No tiene mucho sentido desde una perspectiva de necesidad de pena castigar una modalidad delictiva que, al menos hasta el presente, no se ha materializado en la práctica. Ciertamente, puede llegar a suceder. No obstante, el peligro de que mientras tanto se subsuman en la regulación de que se trate hechos y fenómenos que nada tienen que ver con el terrorismo (126)  conlleva muchos más costes que mantener el terrorismo individual desterrado de los ordenamientos jurídico-penales.

2.3.  La persecución de fines políticos: el atentado al sistema democrático más allá del ataque a la paz pública, el orden social o los derechos fundamentales

Sin duda, la cuestión de los fines últimos perseguidos por el terrorismo es una de las más debatidas. Ahora bien, como se ha indicado, el problema no se sitúa en el rótulo que quiera darse a esas finalidades, así, «políticas», «sociales» o, incluso, «religiosas», sino en el contenido que se les asigne. En este sentido, tampoco es de gran ayuda aludir a conceptos abstractos como el orden constitucional o el Estado democrático de Derecho. Estas expresiones incluyen un modelo de sociedad determinado con implicaciones tanto políticas como sociales de toda índole (127) . Por tanto, afirmar que el terrorismo persigue fines políticos, postura acogida en este trabajo, todavía no significa nada. Lo relevante es establecer qué se entiende por fines políticos en el ámbito de este fenómeno.

Establecido lo anterior, pues, sólo debe reputarse terrorista la actividad delictiva que instrumentaliza a las personas con la finalidad última de coaccionar a los dirigentes de los Estados, esto es, a los gobiernos constituidos (o en constitución). Únicamente puede hablarse de terrorismo cuando la «violencia instrumentalizadora» lo es en el doble nivel mencionado: es susceptible de atemorizar al público y busca como interlocutores a los gobiernos, ya sea con la intención de cambiar alguna de sus políticas concretas (por ejemplo, política territorial, política exterior, política criminal, política sanitaria, política religiosa, etc.), ya sea para modificar el sistema de Estado, esto es, el orden político constituido (por ejemplo, convertir un Estado democrático de Derecho en un Estado totalitario, o viceversa; un Estado laico en uno confesional; etc.).

Respecto a esta última cuestión, cabe indicar que la naturaleza política del terrorismo es puesta en duda por aquellos autores que consideran que en la actualidad el terrorismo global no tiene una meta política, puesto que no planea construir un nuevo orden político o social, sino destruir el existente (128) . Sin embargo, a la postre, ambas metas comparten el mismo rasgo, a saber, el cambio (político).


Así, por ejemplo, perseguiría una finalidad política la organización cuya actividad delictiva se caracterizara por matar indiscriminada y reiteradamente a mujeres, para conseguir un cambio en política de igualdad entre personas de ambos sexos; o que atentase contra seres humanos de distintas razas y religiones, en orden a lograr que el Estado les negara derechos políticos y sociales. En cambio, no perseguiría dicho fin, y, por tanto, no podría ser calificada de terrorista, la banda armada cuyo objetivo fuera el mantenimiento de la raza aria y, por ello, matase a las personas de otras etnias.

Es cierto que podría argumentarse que no existe ninguna diferencia entre matar violenta y sistemáticamente para conseguir que un Gobierno expulse a todas las personas de raza negra de su territorio, que asesinar a los miembros de dicho grupo racial para que se vean obligados a marcharse. Efectivamente, los concretos delitos, más allá del daño específico que causan, envían un mensaje a la sociedad, y, en especial, a las personas pertenecientes a ese colectivo, que es susceptible de causar temor en el público y de alterar la paz social: en definitiva, la instrumentalización de primer nivel es idéntica. Además, no hay duda de que la igualdad, la libertad, la seguridad y la dignidad son derechos básicos reconocidos en nuestra norma fundamental y en los Tratados Internacionales. Sin embargo, dicha actividad delictiva no busca la imposición por la fuerza de una política concreta, esto es, no interacciona con ningún Gobierno, sino que persigue la alteración del orden social constituido. Dicho de modo sintético, falta la instrumentalización de segundo nivel (129) .

En conclusión, el atentado contra los derechos fundamentales y las libertades públicas y contra la convivencia pacífica o la paz social no es terrorismo (130) , sino que constituye otros fenómenos delictivos (131) . El rasgo distintivo del terrorismo es la coacción dirigida al Gobierno para conseguir la finalidad perseguida (132) . Ahora bien, dicha interacción con los dirigentes de un Estado tiene matices distintos, según si el sistema atacado es democrático o no. Es decir, el contenido de los términos «finalidad política» es distinto según el modelo de Estado contra el que se atente.

2.3.1.  La finalidad terrorista en un Estado no democrático

Establecido lo anterior, si «terrorismo» se define como actividad violenta que instrumentaliza a las personas con finalidad política, este fenómeno también cabe conceptualmente en el marco de los Estados totalitarios, autoritarios o dictatoriales (133) , esto es, antidemocráticos (134) . Ahora bien, se presenta la siguiente vicisitud: en dichos sistemas los terroristas pretenden cambiar una política determinada no decidida mediante un proceso democrático. De este modo, debe matizarse el contenido de injusto de tales hechos, por un lado; y, por el otro, han de establecerse los límites entre los atentados terroristas y los actos legítimos de resistencia o liberación.

Así pues, en aquellos países en los que la soberanía no reside en el pueblo los bienes jurídicos atacados por el terrorismo no presentan, ante todo, la triple vertiente aludida. Es decir, por mucho que tal fenómeno atente contra la vida, integridad y libertad de las personas, así como contra la paz pública de la sociedad que allí habita, no subvierte el proceso democrático de toma de decisiones políticas. De este modo, el menor contenido de injusto de dichas conductas debería tener su reflejo en la pena a imponer por su comisión, lo que comporta consecuencias en los siguientes escenarios: por un lado, si se tipificara el delito de terrorismo en la normativa penal internacional (135)  tendría que establecerse algún mecanismo que permitiera imponer menos pena en los supuestos en que tales crímenes se realizaran para cambiar la política de algún Gobierno dictatorial; por el otro, en caso de juzgarse en Estados democráticos -en virtud del principio de jurisdicción universal (136) - delitos de terrorismo cometidos en países que no lo son, también habría que imponerse una pena inferior. Así, por ejemplo, en España la solución podría ser la aplicación de la atenuante analógica del art. 21.6.ª CP, atendiendo a ese desvalor más leve (137) . Por tanto, el terrorismo, a efectos de ser considerado un fenómeno objeto de una especial represión en el plano nacional e internacional, sólo es posible en el ámbito de una sociedad democráticamente organizada, en la que estén abiertas las vías para una actividad política no violenta en la más plena libertad (138) .

En segundo lugar, cabe indicar que en un Estado no democrático hay conductas que no pueden reputarse de terrorismo, puesto que, de lo contrario, se negaría el poder del pueblo para cambiar sistemas de gobierno que vulneran sistemáticamente sus derechos fundamentales (139) . Por tanto, la lucha contra la opresión de un régimen dictatorial es legítima (140) , aunque en aquellos sistemas sea constitutiva de delitos gravísimos contra su seguridad interior y su modelo de gobierno, e, incluso, sean denominados terroristas. Ahora bien, el derecho a vivir en un Estado libre y democrático no confiere a ningún grupo la posibilidad de instrumentalizar a la población civil en orden a conseguirlo. Por tanto, en estos supuestos, hay que distinguir aquella actividad violenta dirigida contra los miembros del Gobierno, su ejército y sus fuerzas de opresión, de la actividad dirigida contra el pueblo (141) .

Por ejemplo, en la Alemania nazi o en el régimen del Apartheid sudafricano no eran terroristas los actos de la resistencia dirigidos contra los miembros de la SS (142)  o del Partido Nacional (143) , respectivamente. En cambio, sí lo hubieran sido los atentados contra la población civil de modo reiterado e indiscriminado para conseguir un cambio de régimen o el respeto de los derechos de los judíos o de las personas de color. Del mismo modo, en Cuba, no podría reputarse terrorista la actividad violenta dirigida contra los miembros del Gobierno de Castro, con la intención de conseguir la caída de dicho régimen (por mucho que tal país así los calificase). Por el contrario, sí lo sería la colocación de una bomba en un avión civil (144) .


Ahora bien, las dos cuestiones más problemáticas que surgen de este planteamiento son las siguientes: por un lado, qué parámetros hay que usar para distinguir entre el pueblo y los miembros gubernamentales, policiales o militares de dicho régimen contra los cuales es lícito atentar. ¿Es posible atacar a cualquier policía, aunque su actividad se reduzca a realizar tareas relacionadas con el tráfico?; y, por el otro, cómo deben tratarse los «daños colaterales» de los actos de resistencia o de liberación. ¿Son terroristas los atentados violentos dirigidos contra el Estado totalitario en los que también resultan afectados civiles?

Pues bien, por lo que respecta a la primera cuestión, también forman parte del pueblo aquellas personas que realicen tareas gubernamentales, policiales o militares no relacionadas con la actividad de opresión, esto es, que no intervienen en las hostilidades: por ejemplo, a nivel de gobierno, funcionarios del ministerio de educación, sanidad o medio ambiente (en caso de existir); en el ámbito policial, quienes ejecuten tareas de tráfico o persigan homicidios comunes; o, en el sector militar, los miembros del ejército destinados a controlar desastres naturales, tales como huracanes (evacuando a las personas que puedan ser dañadas por tales fenómenos, por ejemplo) o los cocineros militares.

En cambio, entre los sujetos contra los que es legítimo atentar deben incluirse a los dirigentes estatales, militares o policías que ostenten roles -fácticos- consistentes en mantener vigente dicho régimen de opresión: por ejemplo, el líder del partido de gobierno, su directiva, los miembros del ministerio de defensa o interior, los policías o militares destinados a descubrir a los opositores, los funcionarios de prisiones de tales delincuentes políticos -por el contrario, no habría que incluir a los funcionarios encargados de custodiar a presos meramente comunes, en caso de que existiese esta diferenciación-, etc. (145) .

Respecto a la segunda cuestión, esto es, el trato que debe dispensarse a los «daños colaterales» de los actos de resistencia o de liberación, a mi juicio, lo esencial es el contenido del «programa de resistencia», que cabe deducir del modus operandi habitual del grupo. Si éste se basa, ya con dolo directo, ya con dolo eventual, en la lesión sistemática e indiscriminada de la población civil (146) , dicha actividad deberá ser considerada terrorista. En cambio, si la táctica es la de atentar únicamente contra los responsables de ese sistema represivo, la muerte o lesión ocasional de algún civil no abarcada siquiera por dolo eventual no debe ser relevante para transformar esa resistencia en terrorismo. Por el contrario, tales actos deberán ser calificados como delitos comunes.

En definitiva, en los Estados no democráticos donde existen movimientos de liberación legítimos hay que distinguir entre los miembros de los poderes gubernamentales (ejecutivo, policial, militar, etc.), que realicen actividades relacionadas con la opresión, y su población civil, por un lado; y, por el otro, entre el programa de resistencia y los «daños colaterales».

2.3.2.  La finalidad terrorista en un Estado democrático de Derecho

Por su parte, en un Estado democrático de Derecho es política la finalidad que persigue un cambio que sólo puede decidirse a través de los medios democráticos, esto es: bien mediante el voto libre de los ciudadanos en las urnas (147)  que eligen entre las distintas candidaturas presentadas por partidos políticos también libremente (y legalmente (148) ) constituidos; bien usando vías pacíficas como manifestaciones populares que no empleen la violencia (estructura territorial, configuración política, destino de los presupuestos públicos, política exterior, política religiosa, política criminal, política económica y, en general, cualquier decisión tomada democráticamente). En cambio, no persigue una finalidad política el mero atentado contra otros principios, derechos y libertades recogidos en la Constitución, aunque también sean esenciales en los sistemas democráticos (y, pese a que no puedan ejercitarse realmente).

Así pues, por «método democrático que encauza la disputa política», tan nombrado por la doctrina pero de contornos nada precisos, se entiende en este trabajo lo siguiente: el proceso de elaboración de las leyes y de ejecución de las políticas públicas como actividades correspondientes a los gobernantes que habiendo propuesto libremente sus candidaturas representan la voluntad popular manifestada sin trabas ni coacciones en las jornadas electorales (149) . En democracia el poder estatal se ejerce únicamente mediante el poder del pueblo (150) , en el que reside la soberanía (art. 1.2 CE), no a través de la violencia y la coacción (151) .

De ese modo, cabe pensar en dos mecanismos violentos que pueden alterar este proceso democrático de toma de decisión: por un lado, y esto es lo más usual, los atentados dirigidos a cambiar las políticas de un Gobierno ya constituido; o, por el otro, los ataques cuya finalidad fuera boicotear su formación legítima. Así, por ejemplo, la colocación de bombas en los colegios electorales los días de elecciones, evitando el voto libre de los ciudadanos; la violencia dirigida a alterar el procedimiento de presentación de candidaturas de determinadas asociaciones políticas, como el homicidio de sus miembros; la alteración de la formación libre de la opinión pública (152) ; o, por último, en un proceso de transición democrática, los atentados dirigidos a sabotearlo. Así, los ataques contra figuras representativas de una reconstrucción democrática son perfectamente subsumibles en el fenómeno terrorista, como, recientemente, el asesinato de Benazir Butho en Pakistán.

En definitiva, el terrorismo arremete contra el Estado democrático de Derecho en los siguientes términos: ataca al Estado de Derecho en cuanto representante del imperio de la ley, donde ésta es entendida como expresión de la voluntad general manifestada a través de un órgano de representación popular libremente constituido y elegido, característico del Estado democrático (153) .

De nuevo, puede objetarse a esta postura que no existe ninguna diferencia entre quienes no dejan ejercer a los ciudadanos sus derechos en la práctica y aquellos que buscan un cambio que de iure impida las mismas facultades. Ahora bien, en el terrorismo se funden ambos elementos. Así, además de impedir de hecho la práctica de las libertadas fundamentales, este fenómeno discute el monopolio de la creación de las leyes y la ejecución de las políticas públicas que corresponden a los parlamentos y gobiernos democráticos. Por tanto, la imposición de un nuevo orden alcanza relevancia tanto real como simbólica, lo que cualitativamente le infiere un plus de gravedad.

Ahora bien, desde una perspectiva cuantitativa no todos los grupos terroristas representan el mismo grado de amenaza. Así, por ejemplo, los GRAPO no pueden equipararse a Al Qaeda. Del mismo modo, una organización puede debilitarse con el paso del tiempo, representando niveles de peligro diferente en distintas épocas. En este sentido, ETA no ha tenido la misma potencialidad lesiva en el primer lustro del siglo XXI que en la década de los '80, cuando asesinaba a decenas de personas cada año. Por tanto, en la determinación de la pena concreta, tanto de los delitos de resultado de lesión como de peligro (pertenencia y colaboración), ha de valorarse, aparte del hecho terrorista específico, las características estructurales de la organización, el momento de realización, el grado de coacción social que ejerce ese grupo, etc. Es decir, ha de tomarse como parámetro de medición de la pena final la capacidad lesiva de una banda armada en un momento determinado, tanto respecto a los bienes individuales, como en relación con la paz pública. Así, por ejemplo, en un marco situado entre los 20 y los 30 años (art. 572.1.1.º CP) un homicidio de los GRAPO debería castigarse con una pena más cercana a la parte inferior, mientras que un atentado de ETA tendría que situarse en el marco superior.

Es más, de este modo, la actividad de aquellos grupos terroristas cuya potencialidad destructiva real fuera igual a la de otras asociaciones ilícitas de las que no pudiera predicarse tal naturaleza podría castigarse con una pena que, en su extremo máximo, coincidiera con la mínima del terrorismo. Por tanto, el desvalor de la delincuencia organizada violenta que alterase la paz pública sería susceptible de castigarse gradual y correlativamente.

Así, por ejemplo, según los medios de comunicación (154) , en 2008 la violencia generada por las bandas organizadas en México, principalmente entre los cárteles del narcotráfico, ha provocado más de 5.300 muertos, lo que significa que, cuantitativamente, se ha cobrado más vidas en ese año que cualquier organización terrorista (155) . Por tanto, en términos fácticos dicha criminalidad es más lesiva que los grupos terroristas. Sin embargo, de nuevo, cada acto concreto de una banda armada de tal naturaleza contiene, cualitativamente, mayor injusto, por el ataque que representa a los cauces democráticos de toma de decisiones políticas. Por citar un ejemplo, el asesinato de Isaías Carrasco, ex concejal del PSOE, pocos días antes de las elecciones generales españolas de marzo de 2008, no sólo constituyó un asesinato a sangre fría que buscaba atemorizar a la sociedad: en último término intentaba influir en el proceso democrático, lo que provocó gran rechazo popular. En cambio, a mi juicio, ningún acto concreto ejecutado por la mafia, por los cárteles de drogas, por grupos racistas, etc., tiene esta virtualidad, es decir, no ofende tanto a nivel social (156) , y, por ende, es, individualmente considerado, menos grave.


3.  Diferencias entre el terrorismo y los delitos de lesa humanidad

Como es sabido, la LO 15/2003, de 25 de noviembre, introdujo los crímenes de lesa humanidad en el Código Penal español (art. 607 bis) castigando a quienes cometan determinadas infracciones graves (157)  como parte de un ataque generalizado o sistemático contra la población civil. De este modo, el ordenamiento español tipificó unas figuras delictivas que ya existían en la normativa internacional desde el fin de la Segunda Guerra Mundial (158) . Los crímenes de lesa humanidad se definieron por vez primera en el Estatuto de Londres que creó los Tribunales de Nuremberg; con posterioridad, en las Resoluciones de la Asamblea General de Naciones Unidas que establecieron los Estatutos de los Tribunales ad hoc para los crímenes ocurridos en la antigua Yugoslavia y en Ruanda (159) ; y, finalmente, hoy en día se encuentran descritos en el Estatuto de Roma (art. 7), configurándose, pues, como unos delitos sobre los que la Corte Penal Internacional tiene competencia.

Así, de la evolución en la legislación internacional se desprende que en sus orígenes estos crímenes estaban muy vinculados a los abusos contra la población civil cometidos durante los tiempos de guerra. Sin embargo, posteriormente se independizaron de los contextos de conflicto armado (160) , alcanzando los ataques perpetrados en situaciones radicales de crisis socio-estatales por parte de los propios gobiernos o de aparatos organizados de poder paraestatales con potencial destructivo equivalente a aquél (161) . Por tanto, en la actualidad los delitos de lesa humanidad encuentran su razón de ser en el castigo de los abusos cometidos en países dictatoriales o sumidos en el caos, donde es frecuente la comisión de infracciones muy graves realizadas de modo reiterado y planificado contra amplios sectores de la población civil, bien por parte del propio Gobierno o de uno extranjero, bien por parte de un grupo sobre otro.

Ahora bien, como pone de relieve la doctrina que ha tratado esta cuestión, la redacción típica de los delitos de lesa humanidad conlleva que esta figura se sobreponga con los delitos de terrorismo (162) . Por «ataque sistemático o generalizado» se entiende la comisión múltiple de actos de conformidad con un plan o una política determinada preconcebida (163) , que tiene que realizarse contra la población civil. De este modo, si los actos terroristas se caracterizan por atentar contra los miembros de una sociedad de modo continuado e indiscriminado, siguiendo una estrategia de actuación planificada en orden a alcanzar determinados fines, las acciones terroristas contienen el carácter sistemático y generalizado de un ataque contra la población civil (164) . Es más, a nivel doctrinal incluso se ha aludido a que el crimen de lesa humanidad despersonaliza a las concretas víctimas (165) , lo que es equiparable al elemento de instrumentalización de las personas característico del terrorismo (y de las otras modalidades de delincuencia organizada violenta). De hecho, un grupo de autores considera que los actos de terrorismo que contengan los elementos típicos de los crímenes de lesa humanidad pueden ser perseguidos por la Corte Penal Internacional, pese a que en el Estatuto de Roma no se recojan expresamente los delitos de terrorismo como fundamentadores de su competencia (166) .

En consecuencia, aunque la actividad delictiva descrita se produce, principalmente, en Estados dictatoriales, el delito de lesa humanidad es perfectamente imaginable en los sistemas democráticos (167) . Por un lado, los atentados del 11-S en Nueva York, del 11-M en Madrid y del 7-J en Londres también se han definido como delitos de lesa humanidad (168) . En este sentido, la doctrina considera que dado que los requisitos «generalizado» o «sistemático» que deben revestir el ataque típico del crimen de lesa humanidad «se refieren al contexto o línea de conducta del que tiene que formar parte dichos actos», «la realización de un solo [hecho] típico, incluso de una sola víctima, constituye un crimen de lesa humanidad, si forma parte de un plan o línea de conducta de ataque generalizado o sistemático» (169) .

Por el otro lado, en Estados abiertos pueden existir -y, de hecho han existido- grupos (170)  que de modo sistemático o generalizado atenten contra la vida, la integridad y la libertad de las personas, especialmente por razón de sus creencias, raza, religión, etnia, orientación sexual, etc., implantando el terror entre aquellas comunidades. Es posible que el caso más significativo sea el del Ku Klux Klan (KKK). De este modo, en primer lugar, hay que delimitar los delitos de terrorismo de los crímenes de lesa humanidad y establecer la relación concursal entre ambas modalidades típicas; y, en segundo lugar, se tiene que establecer si las formas de criminalidad organizada aludidas que no pueden caracterizarse como terroristas, al no atentar contra los cauces democráticos de toma de decisiones políticas, podrían realizar infracciones constitutivas de lesa humanidad.

Sentado lo anterior, y respecto a la primera cuestión, en la única condena por crímenes de lesa humanidad que, hasta el momento, existe en España, la Audiencia Nacional se ha decantado expresamente por la aplicación de esta figura, en detrimento del terrorismo. Según la Sentencia de 19 de abril de 2005 (ponente de Prada Solaesa), «caso Scilingo», los hechos cometidos durante la dictadura argentina por sus gobernantes no sólo constituyen delitos de terrorismo, sino que van más allá y también contienen «otros elementos que sólo son abarcados por el injusto del delito de lesa humanidad». De este modo, concluye que la relación entre ambos tipos es de concurso de normas, no de delitos, y que el terrorismo queda «subsumido dentro del delito de lesa humanidad» (171) . Por su parte, los autores que se han ocupado de esta cuestión, han aportado sus propios criterios para diferenciar estos preceptos (172) . Así, GARCÍA SÁNCHEZ (173)  llega a la conclusión contraria a la mantenida por la Audiencia. A su juicio, «lo que da especificidad a los actos terroristas o delitos terroristas es una determinada finalidad -política- en el autor», de modo que «la relación entre el delito de terrorismo y de lesa humanidad es de concurso de leyes a resolver por el principio de especialidad».

En mi opinión, esta solución es la correcta, puesto que los elementos típicos de los crímenes de lesa humanidad están presentes en los delitos de terrorismo y el injusto de aquellos queda totalmente abarcado por las infracciones en materia terrorista. En los delitos de lesa humanidad la comisión de las figuras comunes no sólo afecta a la víctima concreta sino que también trasciende al daño específico. Debido a que cualquier miembro de la población civil puede ser atacado en todo momento, cada acto contribuye a la creación de un estado de miedo colectivo. Por tanto, la instrumentalización de primer nivel es idéntica en ambas figuras delictivas. De aquí, que la agravación de los delitos de lesa humanidad, respecto a las infracciones comunes, esté legitimada: aquéllos poseen mayor contenido de injusto, precisamente, por la creación del estado de temor que comportan (174) . Ahora bien, los delitos de lesa humanidad no generan, a diferencia del terrorismo, una instrumentalización de segundo nivel, es decir, no interaccionan con ningún Gobierno. Por tanto, en los Estados democráticos, los bienes jurídicos protegidos por los delitos de lesa humanidad (175)  también están tutelados en los delitos de terrorismo, pero estos últimos protegen, además, el sistema de toma de decisiones políticas libre de coacciones (176) . De aquí, que la pena tenga que ser algo mayor -como sucede en el Código Penal español- (177) .

Ciertamente, cuando se cometen delitos de lesa humanidad en Estados no democráticos, la «cantidad» de víctimas y de actos atroces conlleva que tales crímenes parezcan más graves que las infracciones en materia de terrorismo. Es decir, a nivel cuantitativo quienes ejecutan delitos de lesa humanidad suelen cobrarse más vidas que grupos terroristas -especialmente si estos son de ámbito local-. Sin embargo, cualitativamente, cada acto de terrorismo concreto contra los Estados democráticos posee mayor contenido de injusto (178) .

En este sentido, WALDMANN (179)  pone de relieve que el terror desde arriba cobra muchas más vidas que el terrorismo rebelde, y cita como ejemplos el nazismo, la política de Stalin y las dictaduras chilena y argentina. Así, por ejemplo, en este último caso, según una investigación llevada a cabo en 1984 en Argentina por la Comisión Nacional sobre la Desaparición de Personas (CONADEP), el número de individuos en paradero desconocido ascendía a 8.961. No obstante, oficialmente existen hoy en día 13.000 registros en la Secretaría de Derechos Humanos argentina. Es más, grupos defensores de los derechos humanos estiman que hubo 30.000 desaparecidos (180) . En contraposición, ETA ha asesinado a 816 personas desde 1968 hasta la actualidad (181) .


Sin embargo, las consecuencias a las que llega GARCÍA SÁNCHEZ a la hora de delimitar estas infracciones con base en el principio de especialidad son diferentes a las defendidas en este trabajo, lo que se debe al distinto contenido asignado a los fines políticos propios del terrorismo. A su juicio, «los actos ocurridos en Chile y Argentina quedarían mejor subsumidos en la figura del terrorismo, pues los autores actuaban con una finalidad política clara, como era la de subvertir el orden constitucional de aquellos países y alterar la paz pública. En cambio, los actos cometidos en Nueva York y en Washington en 2001, en Madrid en el 2004, y en Londres en 2005, podrían reconducirse a las figuras de los delitos de lesa humanidad, pues, aunque efectivamente los autores tenían fines políticos, su intención inmediata era atentar contra un sector de la población (la occidental, aunque también hubiera víctimas de otras culturas y razas) a través de ataques generalizados y sistemáticos y no subvertir, de manera inmediata, algún orden constitucional» (182) .

En cambio, mi postura es, precisamente, la contraria. En las dictaduras chilena y argentina, los actos delictivos cometidos por sus gobernantes no se dirigían a coaccionar a ningún Estado, sino que pretendían mantener el existente, eliminando, como es común en países totalitarios, a sus opositores (183) . Por su parte, los atentados perpetrados en Nueva York, Madrid y Londres se ejecutaron por una banda armada, Al Qaeda, que, entre otros objetivos, persigue un nuevo orden mundial regido por la Ley Islámica (Shaira), en detrimento de los sistemas legítimamente constituidos en los países democráticos (184) . En este sentido, pues, no es necesario que cada acto realizado por un grupo terrorista se dirija directamente a cambiar la política de los gobiernos (185) , sino que es la organización que los ejecuta la que ha de perseguirlos en términos generales [aunque los atentados del 11-M y del 7-J también tenían como objetivo un cambio en la política exterior de España y el Reino Unido, esto es, la retirada de las tropas militares de Irak (186) ].

En segundo lugar, respecto a los atentados cometidos por organizaciones criminales que, pese a alterar la paz pública, no pueden considerarse terroristas, los delitos de lesa humanidad constituyen una figura idónea para castigar el mayor contenido de injusto de sus acciones en relación con los delitos comunes. Así, los grupos mafiosos, las bandas juveniles, las asociaciones xenófobas y las organizaciones parapoliciales (187)  aludidos podrían subsumirse en el ámbito de los delitos de lesa humanidad si sus ataques contra la población se realizasen de modo repetido como parte de una política planificada de actuación delictiva. Por tanto, el ejemplo de aquel grupo que atentase reiterada y sistemáticamente contra personas de una raza concreta, con la intención de expulsarlos de un determinado territorio, y creara una situación de pánico colectivo sería subsumible en los delitos de lesa humanidad (188) .

Así, por ejemplo, si las muertes ejecutadas por asociaciones de Skinheads formasen parte de un ataque sistemático contra determinados sectores de la población por motivos racistas o xenófobos, serían subsumibles en los delitos de lesa humanidad, pero no constituirían terrorismo. En estos supuestos, habría que afirmar que tales organizaciones no respetan los derechos fundamentales, son susceptibles de aterrorizar a la ciudadanía y persiguen la instauración de un orden social distinto al existente, dominado por la «raza aria». Ahora bien, no pretenderían interactuar con ningún Gobierno (189)  (y, si así fuera, nos situaríamos en la órbita del terrorismo).


En el mismo sentido, por tanto, los grupos mafiosos o las bandas parapoliciales pueden cometer crímenes de lesa humanidad en caso de ejecutar delitos muy graves de modo reiterado y planificado en orden a la obtención de mayor poder, normalmente económico. Por el contrario, de no llegar a reunir tales requisitos, la actividad de tales organizaciones sería constitutiva de delitos comunes agravados, bien por los motivos racistas o discriminatorios que impulsaron la conducta (art. 22.4.ª CP), bien por el móvil económico que la motivó (art. 22.3.ª CP).
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	 Ver Texto 




	 (11) 

	CANCIO MELIÁ, «Sentido y límites de los delitos de terrorismo», pág. 1.896, texto y nota 47, indica que otras organizaciones criminales no terroristas construyen un verdadero Estado paralelo, como, por ejemplo, la guerrilla o las fuerzas paramilitares colombianas, o las asociaciones delictivas que controlan el casco urbano de grandes ciudades brasileras.
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	 (12) 

	En el mismo sentido, SYMEONIDOU-KASTANIDOU, «Defining terrorism», pág. 20, pone de relieve que la mafia es un tipo de criminalidad organizada sin objetivos políticos que usa la violencia para conseguir poder económico, y SORIANO SORIANO, «El terrorismo y el Tribunal Supremo», pág. 179, considera que «el grupo terrorista es portador de un programa político», del que fenómenos como la «"mafia" y la "camorra" carecen». También CANCIO MELIÁ, Los delitos de terrorismo: estructura típica e injusto, pág. 190, opina que una asociación ilícita de corte mafioso no puede ser considerada terrorista. Por su parte, DE URBANO CASTRILLO, «El Terrorismo como forma de organización delictiva», aptdo. II, afirma que la diferencia entre la organización criminal-tipo y los grupos terroristas es que la primera opera con una finalidad económica, mientras que la segunda no busca beneficios económicos sino políticos. En este sentido, el art. 416 bis CP italiano establece que una asociación es de tipo mafioso cuando, entre otros casos, tiene como finalidad: o bien la de procurarse la gestión o el control de negocios, concesiones administrativas, contratos de obras o servicios públicos, esto es, la conquista de un espacio de poder en el sector económico público o privado; o bien la de obtener beneficios ilícitos, es decir, no tutelados por el ordenamiento jurídico [cfr. GARGANI, en PADOVANI (Dir.), Codice Penale, pág. 1.979]. De este modo, mientras este precepto se ubica dentro de los delitos contra el orden público, el terrorismo se castiga en el ámbito de los delitos contra la personalidad interna del Estado. Por último, véase también ZÚÑIGA RODRÍGUEZ, Criminalidad organizada y sistema de Derecho Penal, passim, págs. 94 y ss., quien pone de relieve que aunque se ha concebido a la mafia como un contra-poder frente al Estado, «no tiene ninguna motivación política, sino eminentemente lucrativa: la maximización de los beneficios, el máximo lucro posible». Y, añade, lo que distingue el terrorismo de la criminalidad organizada estricta es que el primero no persigue, principalmente, la obtención de un lucro (pág. 133).
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	 (13) 

	En sentido parecido, CANCIO MELIÁ, «Sentido y límites de los delitos de terrorismo», passim, pág. 1.897, considera que «en comparación con las organizaciones criminales comunes, el cuestionamiento del ordenamiento que implica el terrorismo es especialmente drástico». El significado político de las acciones violentas realizadas implica «un cuestionamiento del procedimiento de representación política diseñado por el ordenamiento jurídico, y, en sus coordenadas básicas, en la Constitución». Así, concluye (pág. 1.904) que «en las infracciones de terrorismo queda especificado el contenido de injusto general de los delitos de organización: en el presente terreno, el desafío al Estado va más allá de discutirle el monopolio de la violencia; lo que la organización terrorista quiere es poner en cuestión los mecanismos de toma de decisión establecidos en ese Estado».
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	 (14) 

	Esto no implica que los citados grupos no realicen conductas también muy graves. De hecho, el art. 10 CE equipa el «orden político y la paz social». Ahora bien, lo que ocurre es que en el terrorismo confluyen ambos elementos.
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	 (15) 

	Cfr. SORIANO SORIANO, «El terrorismo y el Tribunal Supremo», pág. 179, y SÁNCHEZ GARCÍA DE PAZ, «Alternativas al Derecho Penal del enemigo», págs. 863-864.
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	 (16) 

	Cfr. ASÚA BATARRITA, «Concepto jurídico de terrorismo y elementos subjetivos de finalidad», pág. 79.
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	 (17) 

	En la doctrina, otros autores se han pronunciado en sentido similar. Así, ASÚA BATARRITA, «Concepto jurídico de terrorismo y elementos subjetivos de finalidad», págs. 76-77, se refiere a los delitos comunes, la paz pública y «el orden democrático de encauzamiento de los proyectos políticos (el orden constitucional)»; BUENO ARÚS, «Legislación penal y penitenciaria comparada en materia de terrorismo», pág. 119, considera que el terrorismo atenta contra la seguridad del Estado, «en la medida en que vulnera o pone en peligro el régimen político imperante, la forma de gobierno, la estabilidad y el normal funcionamiento de los órganos del Estado»; contra el orden público, en su acepción «de seguridad ciudadana, paz social u orden en la calle, que son los bienes o expectativas sociales más directamente vulnerados por el terror y la alarma que los terroristas pretenden crear en beneficio de sus propios fines. Por último, los bienes individuales más comúnmente destruidos por los actos terroristas son: la vida (homicidios, asesinatos), la integridad corporal (lesiones, mutilaciones), la libertad (secuestros, detenciones ilegales) y la propiedad (robos, incendios, estragos)»; GONZÁLEZ CUSSAC, «El Derecho Penal frente al terrorismo», pág. 72, pone de relieve que «para comprender el concepto jurídico de terrorismo resulta imprescindible diferenciar tres planos: la comisión de delitos comunes; la finalidad de atemorizar a los ciudadanos, y el fin último, subvertir el orden político», y MESTRE DELGADO, Delincuencia terrorista y Audiencia Nacional, pág. 169, opina que el bien jurídico protegido por la legislación antiterrorista presenta una triple vertiente: el bien jurídico personal lesionado, la seguridad interior del Estado y la exclusividad del método democrático como instrumento de lucha política (en el mismo sentido, GARCÍA-CALVO Y MONTIEL, «Terrorismo y tipificación penal», pág. 1.021). También CANCIO MELIÁ, Los delitos de terrorismo: estructura típica e injusto, pág. 184, alude a la especial gravedad del injusto de los delitos de terrorismo, puesto que además de atacar los bienes jurídicos individuales y recurrir a la atemorización masiva, pone en cuestión los mecanismos de toma de decisión establecidos en el Estado. En cambio, GARCÍA ARÁN, en CÓRDOBA RODA/GARCÍA ARÁN (Dirs.), Comentarios al Código Penal. Parte Especial, pág. 2.603, afirma que el bien tutelado en los delitos de terrorismo es doble, a saber, los bienes jurídicos básicos protegidos en otros lugares del Código, «a los que se añade el elemento subjetivo de la finalidad de atentar contra bienes jurídicos supraindividuales». Por último, en la jurisprudencia, la STS de 29 de noviembre de 1997 (ponente García-Calvo y Montiel) también se refiere al mencionado triple elemento.
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	 (18) 

	Véase infra 1.ª/IV/2 sobre la importancia de lo simbólico en el terrorismo.
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	 (19) 

	MESTRE DELGADO, Delincuencia terrorista y Audiencia Nacional, pág. 169.
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	 (20) 

	BONANATE, «Dimensioni del terrorismo político», pág. 149. Véase también GONZÁLEZ CUSSAC/FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ, «Sobre el concepto jurídico penal de terrorismo», pág. 36.


	 Ver Texto 




	 (21) 

	Así, LAQUEUR, The New Terrorism, pág. 6, cuenta más de cien definiciones sobre este concepto.
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	 (22) 

	Como indica LAMARCA PÉREZ,Tratamiento jurídico del terrorismo, págs. 233-234, para que concurra una banda armada «será necesario que sus acciones delictivas se realicen habitualmente con armas aun cuando en un delito concreto se haya prescindido de su utilización». En el mismo sentido, PORTILLA CONTRERAS, «Terrorismo de Estado», pág. 524.
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	 (23) 

	Cfr. LAMARCA PÉREZ,Tratamiento jurídico del terrorismo, págs. 233-235, y PUYOL MONTERO, en CONDE-PUMPIDO FERREIRO (Dir.), Código Penal. Doctrina y Jurisprudencia, pág. 4.541.
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	 (24) 

	En este sentido, TERRADILLOS BASOCO, Terrorismo y Derecho, pág. 60.
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	 (25) 

	CARBONELL MATEU, «Terrorismo: Algunas reflexiones», pág. 50; GARCÍA ARÁN, en CÓRDOBA RODA/GARCÍA ARÁN (Dirs.), Comentarios al Código Penal. Parte Especial, pág. 2.604, y MARTÍNEZ-CARDÓS, «El terrorismo: aproximación al concepto», pág. 482.
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	 (26) 

	CANCIO MELIÁ, Los delitos de terrorismo: estructura típica e injusto, pág. 168, y WILKINSON, «Las leyes de la guerra y del terrorismo», pág. 119.
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	 (27) 

	CANCIO MELIÁ, Los delitos de terrorismo: estructura típica e injusto, pág. 168, y MESTRE DELGADO, Delincuencia terrorista y Audiencia Nacional, pág. 37.


	 Ver Texto 




	 (28) 

	GONZÁLEZ CUSSAC, «El Derecho Penal frente al terrorismo», pág. 72, y SORIANO SORIANO, «El terrorismo y el Tribunal Supremo», pág. 179.


	 Ver Texto 




	 (29) 

	ARROYO ZAPATERO, «Terrorismo y sistema penal», pág. 163; BUENO ARÚS, «Aspectos jurídicos del terrorismo», pág. 51; CANCIO MELIÁ, Los delitos de terrorismo: estructura típica e injusto, págs. 167 y ss.; CARBONELL MATEU, «Terrorismo: Algunas reflexiones», pág. 50, y GARCÍA VALDÉS, «La legislación antiterrorista», pág. 294.
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	 (30) 

	GARCÍA ARÁN, en CÓRDOBA RODA/GARCÍA ARÁN (Dirs.), Comentarios al Código Penal. Parte Especial, pág. 2.604; LAMARCA PÉREZ, Tratamiento jurídico del terrorismo, pág. 77, y MARTÍNEZ-CARDÓS, «El terrorismo: aproximación al concepto», pág. 482. De este modo, como pone de relieve LAMARCA PÉREZ, Tratamiento jurídico del terrorismo, págs. 42, 78, texto y nota 197, y 179, no es necesario que efectivamente se produzca una situación o resultado de miedo o inseguridad, que siempre va a depender de elementos subjetivos y personales y que también se crea a través de otros fenómenos delictivos. Por el contrario, lo que se requiere es que el tipo de violencia utilizado sea objetivamente idóneo para alcanzar ese estado de terror. Así, aunque a juicio de YOUNG, «Political Terrorism as a Weapon of the Politically Powerless», págs. 1.998 y 2.003, existen formas de terrorismo que no suponen la creación de una situación de miedo colectivo, las conductas que describe son idóneas para establecerlo. Según indica, algunas acciones terroristas intentan crear enfado y conseguir una revuelta popular mediante la colocación de bombas y el asesinato. Por ejemplo, los terroristas anarquistas franceses de principios del siglo XX intentaron iniciar una revuelta general mostrando que la República era, en realidad, débil, por lo que el asesinato de líderes políticos era un instrumento de «propaganda mediante la acción». Sin embargo, tal modus operandi es susceptible de atemorizar al concreto colectivo objetivo de los ataques, aunque directamente se busque el enfado de la ciudadanía. Además, la detonación de artefactos explosivos es un medio idóneo para causar miedo a toda una población -puesto que las bombas producen un efecto incontrolado-, pese a que se dirija contra un grupo específico.
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	 (31) 

	CARBONELL MATEU, «Terrorismo: Algunas reflexiones», pág. 50; LAMARCA PÉREZ, Tratamiento jurídico del terrorismo, pág. 77; SORIANO SORIANO, «El terrorismo y el Tribunal Supremo», pág. 180, y WILKINSON, «Las leyes de la guerra y del terrorismo», pág. 119. También desde otras ramas de las Ciencias Sociales se toma en cuenta este elemento: así, REINARES,Terrorismo Global, págs. 16-17.
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	 (32) 

	MARTÍNEZ-CARDÓS, «El terrorismo: aproximación al concepto», pág. 482; MESTRE DELGADO, Delincuencia terrorista y Audiencia Nacional, págs. 57-58, y REINARES,Terrorismo Global, pág. 16.
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	 (33) 

	En general, se insiste sobre la necesidad de que concurra el elemento de jerarquía o verticalidad dentro de la organización (cfr. CANCIO MELIÁ, Los delitos de terrorismo: estructura típica e injusto, pág. 161, y LAMARCA PÉREZ,Tratamiento jurídico del terrorismo, pág. 231). Sin embargo, en tiempos recientes y en el ámbito del terrorismo islámico global, es frecuente la estructura horizontal, celular o de red. En este caso, se trata de pequeños grupos que no tienen dirección única ni coordinación interna, unidos por lazos fuertes de lealtad (sobre esta cuestión, véase CANCIO MELIÁ, «Algunas consideraciones preliminares sobre los delitos de terrorismo», págs. 41-42, y Los delitos de terrorismo: estructura típica e injusto, pág. 161; GUDÍN RODRÍGUEZ-MAGARIÑOS, La Lucha contra el terrorismo en la sociedad de la información, págs. 46-47, y SÁNCHEZ GARCÍA DE PAZ,La criminalidad organizada, pág. 60).
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	 (34) 

	En este sentido, ASÚA BATARRITA, «Concepto jurídico de terrorismo y elementos subjetivos de finalidad», pág. 51; CANCIO MELIÁ, en RODRÍGUEZ MOURULLO (Dir.)/JORGE BARREIRO (Coord.), Comentarios al Código Penal, pág. 1.393 (recientemente y de modo más rotundo en «"Derecho penal" del enemigo y delitos de terrorismo», pág. 25, y, sobre todo, en Los delitos de terrorismo: estructura típica e injusto, págs. 85 y ss., 157 y ss. y 259-260); DE URBANO CASTRILLO, «El Terrorismo como forma de organización delictiva», aptdo. I; GIMBERNAT ORDEIG, «La reforma de los delitos de terrorismo», pág. 84; LAMARCA PÉREZ, Tratamiento jurídico del terrorismo, págs. 77 y 91 (la misma autora mantiene esta postura en otros trabajos: «Sobre el concepto de terrorismo», pág. 555, y «Análisis del proyecto de reforma en materia de terrorismo», pág. 103); MARTÍNEZ-CARDÓS, «El terrorismo: aproximación al concepto», pág. 486; MESTRE DELGADO, Delincuencia terrorista y Audiencia Nacional, págs. 34 y 56-57; PORTILLA CONTRERAS, «Terrorismo de Estado», pág. 501, nota 1, y SYMEONIDOU-KASTANIDOU, «Defining Terrorism», pág. 21.
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	Son de esta opinión los siguientes autores: CAMPO MORENO, Represión penal del terrorismo, pág. 37; CARBONELL MATEU/VIVES ANTÓN, en VIVES ANTÓN (Coord.), Comentarios al Código Penal de 1995, pág. 2.015; GONZÁLEZ CUSSAC, «El Derecho Penal frente al terrorismo», pág. 73; GONZÁLEZ CUSSAC/FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ, «Sobre el concepto jurídico penal de terrorismo», págs. 51-52; RAMOS VÁZQUEZ, «Terrorismo e intervención penal», pág. 98; SORIANO SORIANO, «El terrorismo y el Tribunal Supremo», pág. 179, y TERRADILLOS BASOCO, Terrorismo y Derecho, pág. 60.


	 Ver Texto 




	 (36) 

	En este sentido, APARICIO DÍAZ, «Asociaciones ilícitas terroristas», pág. 17; ARROYO ZAPATERO, «Terrorismo y sistema penal», pág. 163; CAMPO MORENO, Represión penal del terrorismo, pág. 27; CANCIO MELIÁ, Los delitos de terrorismo: estructura típica e injusto, págs. 176 y ss., y «Sentido y límites de los delitos de terrorismo», págs. 1.897 y 1.902 y ss.; CAPITA REMEZAL,Análisis de la legislación penal antiterrorista, pág. 35; CARBONELL MATEU, «Terrorismo: Algunas reflexiones», pág. 50; CARBONELL MATEU/ORTS BERENGUER, «Un derecho penal contra el pluralismo y la libertad», pág. 186; DE PRADA SOLAESA, «Delitos relacionados con el terrorismo en el Código Penal de 1995», pág. 74; EBILE NSEFUM, El delito de terrorismo, pág. 34; GARCÍA ARÁN, en CÓRDOBA RODA/GARCÍA ARÁN (Dirs.), Comentarios al Código Penal. Parte Especial, págs. 2.603 y 2.605; GARCÍA SAN PEDRO, Terrorismo: aspectos criminológicos y legales, pág. 4; GARCÍA VALDÉS, «La legislación antiterrorista», pág. 294; GONZÁLEZ CUSSAC, «El Derecho Penal frente al terrorismo», págs. 72 y 75; GONZÁLEZ CUSSAC/FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ, «Sobre el concepto jurídico penal de terrorismo», pág. 47; LAMARCA PÉREZ, Tratamiento jurídico del terrorismo, pág. 83; OLÁSOLO ALONSO/PÉREZ CEPEDA, Terrorismo internacional y conflicto armado, pág. 170; SÁNCHEZ GARCÍA DE PAZ,La criminalidad organizada, pág. 45; SYMEONIDOU-KASTANIDOU, «Defining Terrorism», pág. 21; SERRANO-PIEDECASAS FERNÁNDEZ, «Tratamiento jurídico-penal del terrorismo en un Estado de Derecho», pág. 77, y TERRADILLOS BASOCO, Terrorismo y Derecho, págs. 55 y 59.


	 Ver Texto 




	 (37) 

	Así, BUENO ARÚS, «Aspectos jurídicos del terrorismo», págs. 51 y 54, y «Principios generales de la legislación antiterrorista», págs. 135-136; CAMPO MORENO, Represión penal del terrorismo, págs. 25-26; GARCÍA RIVAS, «La tipificación "europea" del delito terrorista», aptdo. VI, y MORAL DE LA ROSA, Aspectos penales y criminológicos del terrorismo, págs. 161-162.
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	 (38) 

	Por ejemplo, LAMARCA PÉREZ, «Sobre el concepto de terrorismo», págs. 538-539, considera que «la defensa o conservación del sistema constitucional es, del mismo modo que su cambio o modificación, un fin político». A su juicio, la lesión del orden constitucional no «sólo se obtiene con el cambio frontal del sistema (practicando un terrorismo de signo "revolucionario" o reaccionario)» sino «también con la desvirtuación de sus reglas básicas».
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	 (39) 

	En este sentido, GARCÍA SAN PEDRO, Terrorismo: aspectos criminológicos y legales, pág. 127, siguiendo a QUINTANO, pone de relieve que «no existe razón para diferenciar entre lo social y lo político pues ya desde su origen, en el siglo pasado, la lucha social se incorpora permanentemente a la política, transformándose la ideología social en incuestionablemente política».
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	 (40) 

	En este sentido, CANCIO MELIÁ, «"Derecho penal" del enemigo y delitos de terrorismo», págs. 23-24, hace referencia a que el terrorismo vulnera los «elementos esenciales de la organización o convivencia social recogidos en la Constitución»; CAMPO MORENO, Represión penal del terrorismo, pág. 27, alude a que la «causa final que el terrorismo anhela y persigue se condensa en subvertir, total o parcialmente, el orden político constituido»; GARCÍA ARÁN, en CÓRDOBA RODA/GARCÍA ARÁN (Dirs.), Comentarios al Código Penal. Parte Especial, passim, pág. 2.603, considera que «la actividad terrorista persigue en último término la alteración institucional o el cambio político», y pág. 2.605; MUÑOZ CONDE, Derecho Penal. Parte Especial, pág. 863, hace referencia a la desestabilización del sistema democrático y las bases sobre el que éste se asienta, y SORIANO SORIANO, «El terrorismo y el Tribunal Supremo», pág. 179, afirma que el fenómeno terrorista es portador de un «proyecto de organización de la convivencia». También ARROYO ZAPATERO, «Terrorismo y sistema penal», pág. 163, y MESTRE DELGADO, Delincuencia terrorista y Audiencia Nacional, págs. 57-58, mencionan genéricamente que el terrorismo ataca al Estado democrático de Derecho. Por su parte, otros autores aluden al régimen democrático, pero tampoco especifican su contenido. En este sentido, GARCÍA VALDÉS, «La legislación antiterrorista», considera que el terrorismo trata de destruir el sistema político democrático, y LAMARCA PÉREZ, Tratamiento jurídico del terrorismo, pág. 238, opina que los delitos de terrorismo protegen «la libertad de todos y cada uno de los españoles», el régimen democrático.
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	 (41) 

	Respecto a la definición de «finalidad política», el análisis más detallado y profundo de cuantos se han elaborado por la doctrina es el realizado, recientemente, por CANCIO MELIÁ, Los delitos de terrorismo: estructura típica e injusto, págs. 182 y ss. Sin embargo, pasando del plano de lo enunciativo a lo ejemplificativo, tampoco queda claro si determinados casos, como el propuesto, se incluirían o no en el concepto de terrorismo.
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	 (42) 

	Precisamente, ASÚA BATARRITA, «Concepto jurídico de terrorismo y elementos subjetivos de finalidad», pág. 81, pone de relieve que en el terrorismo, los datos de la «organización» y de la «violencia» desplazan el papel que tradicionalmente había desempeñado la motivación política subyacente, lo que a su juicio es un avance en contextos democráticos. De este modo, en su opinión serían terroristas delitos de inspiración mafiosa, xenófoba o religiosa cometidos sin finalidad política, pero dirigidos a perturbar la paz social.
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	 (43) 

	Por tanto, también los grupos que utilizan los atentados como forma de «propaganda mediante la acción» (véase supra nota 102) entran en esta definición, puesto que mediante su actividad delictiva instrumentalizan a las personas para conseguir cambios políticos.
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	 (44) 

	Ya en este sentido, WILKINSON,Terrorism versus Democracy, pág. 49, considera que «el terrorismo político puede ser sintéticamente definido como intimidación coercitiva. Consiste en el uso sistemático del homicidio y de la destrucción, y en la amenaza de matar y destruir, con el fin de aterrorizar individuos, grupos, comunidad y gobierno para que cedan a las demandas políticas de los terroristas».
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	 (45) 

	De este modo, aunque pueda afirmarse que existen distintos tipos de terrorismo (por ejemplo, según el ámbito espacial en el que se mueva, así, doméstico o internacional; el tipo de armas utilizadas, esto es, bombas, armas de destrucción masiva, etc.; o el concreto cambio político perseguido, a saber, territorial, religioso o anarquista, entre otros), la naturaleza jurídico-penal de este fenómeno es una sola, y, por tanto, dicho concepto debe ser unitario (de otra opinión, BEGORRE-BRET, «Terrorism, Globalization and the Rule of Law», págs. 2.000 y ss.).
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	 (46) 

	En el mismo sentido, CANCIO MELIÁ, Los delitos de terrorismo: estructura típica e injusto, pág. 168, y «Sentido y límites de los delitos de terrorismo», pág. 1.900; también en «Terrorismo y Derecho Penal», pág. 319, pone de relieve que la selección de víctimas siempre es «personalmente aleatoria» para así generar una intimidación masiva; CAPITA REMEZAL,Análisis de la legislación penal antiterrorista, pág. 57, considera que la falta de discriminación de los terroristas a la hora de elegir los objetivos, induce que en la mente de todos esté que cualquiera puede ser víctima del terrorismo»; GUDÍN RODRÍGUEZ-MAGARIÑOS, La Lucha contra el terrorismo en la sociedad de la información, pág. 26, afirma que «el terrorismo se presenta como una amenaza impalpable que se cierne sobre todos» y pretende «que nadie se sienta seguro en sitio alguno»; REINARES, «Estado, democracia liberal y terrorismo político», pág. 114, alude al carácter de impredecible de las acciones violentas terroristas, y WILKINSON, «Las leyes de la guerra y del terrorismo», pág. 119, siguiendo a ARON, indica que «la falta de discriminación ayuda a propagar el terror, puesto que, si nadie en particular es un objetivo, nadie puede estar seguro». De otra opinión, LECHADO, La globalización del miedo, págs. 75 y ss.
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	 (47) 

	Sobre el terrorismo como proceso de comunicación simbólica véase TUMAN, Communicating Terror, passim. Cfr. también CANCIO MELIÁ, Los delitos de terrorismo: estructura típica e injusto, pág. 167, quien alude al terrorismo como estrategia de comunicación, y en «Terrorismo y Derecho Penal», pág. 317; GUDÍN RODRÍGUEZ-MAGARIÑOS, La Lucha contra el terrorismo en la sociedad de la información, págs. 47 y ss., autor que pone de relieve que «el terrorista por esencia busca comunicar un mensaje de terror», y FERNÁNDEZ MONZÓN, «Prensa, opinión pública y terrorismo», págs. 68 y ss., cuando afirma que los actos terroristas son gestos o mensajes que los terroristas quieren que se difundan para crear inseguridad en la población.
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	 (48) 

	En este sentido, CARBONELL MATEU, «Terrorismo: Algunas reflexiones», pág. 50, y GARCÍA ARÁN, en CÓRDOBA RODA/GARCÍA ARÁN (Dirs.), Comentarios al Código Penal. Parte Especial, pág. 2.604, indican que sin pronóstico de repetición y continuidad delictiva el acto terrorista no supera la lesión de los derechos de la víctima concreta.


	 Ver Texto 




	 (49) 

	En tal sentido, FERRAJOLI, «La violencia y la política», pág. 76, opina que el terrorismo despersonaliza a las víctimas y las niega como sujetos, puesto que las reduce a meros «símbolos o máscaras». Por su parte, ASÚA BATARRITA, «El discurso del enemigo y su infiltración en el Derecho Penal», pág. 249, alude a que las víctimas del terrorismo «son nombradas como representantes del poder enemigo, no como personas», y CANCIO MELIÁ, Los delitos de terrorismo: estructura típica e injusto, pág. 168; el mismo autor, en «Sentido y límites de los delitos de terrorismo», pág. 1.900, considera que cada lesión personal cometida «es un mero instrumento para la intimidación masiva de sus pares». Finalmente, también GONZÁLEZ CUSSAC/FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ, «Sobre el concepto jurídico penal de terrorismo», pág. 37, aluden a la instrumentalización de personas para lograr objetivos políticos.


	 Ver Texto 




	 (50) 

	Concepto de paz pública establecido en la STS de 16 de octubre de 1991 (ponente Ruiz Vadillo).


	 Ver Texto 




	 (51) 

	STS de 19 de enero de 2007 (ponente Monterde Ferrer). En la doctrina, véase DE LA CORTE IBÁÑEZ/DE MIGUEL, «Aproximación psicosocial al análisis de los movimientos terroristas», pág. 343.


	 Ver Texto 




	 (52) 

	En el mismo sentido, GUDÍN RODRÍGUEZ-MAGARIÑOS, La Lucha contra el terrorismo en la sociedad de la información, pág. 41. Véase también SYMEONIDOU-KASTANIDOU, «Defining Terrorism», pág. 21, quien considera que los actos terroristas tanto pueden dirigirse contra objetivos simbólicos como «ordinarios», mientras tengan virtualidad suficiente para llamar la atención de los miembros de una sociedad y de sus gobiernos. Sobre esta cuestión, GONZÁLEZ CUSSAC/FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ, «Sobre el concepto jurídico penal de terrorismo», pág. 46, ponen de relieve que la experiencia empírica demuestra que son víctimas del terrorismo tanto los cargos públicos por su valor simbólico, como cualquier persona cuando los actos son indiscriminados, en los que es completamente indiferente quien sea la víctima.


	 Ver Texto 




	 (53) 

	En este sentido, FERNÁNDEZ MONZÓN, «Prensa, opinión pública y terrorismo», págs. 68 y ss., pone de relieve la dimensión psicológica del terrorismo.


	 Ver Texto 




	 (54) 

	REINARES, Terrorismo y Antiterrorismo, pág. 39, afirma que «en su inmensa mayoría, los ciudadanos que habitan en países donde operan organizaciones terroristas nunca se han visto directamente afectados por atentado alguno». Sin embargo, «revelan inquietud y desasosiego ante su existencia, hasta el punto de considerar el terrorismo, junto al desempleo y la drogadicción, como uno de los problemas sociales más graves».


	 Ver Texto 




	 (55) 

	Cfr. PRITTWITZ, «¿Guerra en tiempos de paz?», pág. 177.


	 Ver Texto 




	 (56) 

	REINARES, Terrorismo y Antiterrorismo, pág. 39.


	 Ver Texto 




	 (57) 

	En este sentido, según indican COLE/LOBEL, Less Safe, Less Free, págs. 192 y ss., los efectos catastróficos de los atentados terroristas juegan un papel esencial en la creación de miedo entre la población, especialmente en la actualidad, con el peligro de las armas de destrucción masiva. Así, la gente cree que existe el riesgo de que «muramos todos». Por tanto, los escenarios catastróficos («worst case scenarios») producen un miedo excesivo sobre eventos improbables, lo que, a su vez, impide la habilidad de las personas para hacer un balance racional de costes y beneficios en la respuesta a los ataques terroristas (sobre esta cuestión, cfr. SUNSTEIN, The Laws of Fear, pág. 105). De aquí, las demandas de incriminación incontroladas por parte de la población para luchar contra este fenómeno, que el legislador acoge (cfr., más detalladamente, infra 2.ª/IV/2).


	 Ver Texto 




	 (58) 

	Hay que poner de relieve la importancia que los medios de comunicación tienen en la (eficaz) propaganda de los atentados terroristas, y, así, en las reacciones emocionales de la población. En este sentido, véanse BALLESTEROS MARTÍN, «El terrorismo: un conflicto asimétrico», pág. 51; GARCÍA GURRIONERO/ECHART/CANEL, «La cobertura del terrorismo como episodio terrorista y fatídico», pág. 3; GUDÍN RODRÍGUEZ-MAGARIÑOS, La Lucha contra el terrorismo en la sociedad de la información, págs. 47 y ss., y REINARES, Terrorismo y Antiterrorismo, pág. 39.


	 Ver Texto 




	 (59) 

	REINARES, Terrorismo y Antiterrorismo, pág. 39.


	 Ver Texto 




	 (60) 

	Véase en la web del Instituto de la Mujer, Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, el siguiente enlace: http://www.mtas.es/mujer/mujeres/cifras/tablas/W801b.XLS (última fecha de visita el 26 de febrero de 2008).


	 Ver Texto 




	 (61) 

	Véase en la web de la Fundación Víctimas del Terrorismo el siguiente enlace: http://www.fundacionvt.org/index.php?option=com_content&task=view&id=124&Itemid=98 (última fecha de visita el 26 de febrero de 2008).


	 Ver Texto 




	 (62) 

	Cfr. los Uniform Crimes Report correspondientes a 2001, http://www.fbi.gov/ucr/01cius.htm disponibles en la web del Federal Bureau of Investigation, FBI (última fecha de visita el 26 de febrero de 2008).


	 Ver Texto 




	 (63) 

	Cfr. los datos publicados por la Dirección General de tráfico respecto a los muertos en carretera entre 2000 y 2005 en el siguiente enlace: http://www.dgt.es/was6/portal/contenidos/documentos/seguridad_vial/estudios_informes/est_info_segVial009.pdf (última fecha de visita el 26 de febrero de 2008).


	 Ver Texto 




	 (64) 

	COLE/LOBEL, Less Safe, Less Free, pág. 194.


	 Ver Texto 




	 (65) 

	ARON, Penser la guerre, Clausewitz, págs. 191 y ss.


	 Ver Texto 




	 (66) 

	En sentido similar, ASÚA BATARRITA, «Concepto jurídico de terrorismo y elementos subjetivos de finalidad», pág. 75, considera que la muerte de una concreta víctima se utiliza como mensaje de coacción y como instrumento para la obtención de determinadas pretensiones políticas.


	 Ver Texto 




	 (67) 

	Como indica GUDÍN RODRÍGUEZ-MAGARIÑOS, La Lucha contra el terrorismo en la sociedad de la información, pág. 29, una función esencial del Estado es «la provisión de servicios de seguridad y de previsión de riesgos».


	 Ver Texto 




	 (68) 

	En este sentido, HORGAN,The Psychology of Terrorism, pág. 14, considera que el objetivo primordial o directo de los terroristas, en orden a conseguir sus fines políticos, es causar un estado psicológico de miedo y pánico en la generalidad de la población.


	 Ver Texto 




	 (69) 

	De modo parecido, cfr. CANCIO MELIÁ, Los delitos de terrorismo: estructura típica e injusto, pág. 184; REINARES, Terrorismo y Antiterrorismo, págs. 14 y ss., y GUDÍN RODRÍGUEZ-MAGARIÑOS, La Lucha contra el terrorismo en la sociedad de la información, pág. 33.


	 Ver Texto 




	 (70) 

	Como pone de relieve SILVA SÁNCHEZ, La expansión del Derecho Penal, págs. 35-36, el terrorismo constituye «una renovada vivencia del mal que atemoriza y angustia», por lo que sin pronóstico de continuidad delictiva no es posible que, objetivamente, se cree tal situación de temor y aflicción.


	 Ver Texto 




	 (71) 

	En sentido similar, véase la STS de 29 de julio de 1998 (ponente Delgado García).


	 Ver Texto 




	 (72) 

	Cfr. HORGAN,The Psychology of Terrorism, pág. 14.


	 Ver Texto 




	 (73) 

	Cfr. El País de 15 de octubre de 2008.


	 Ver Texto 




	 (74) 

	Así, como afirma CANCIO MELIÁ, Los delitos de terrorismo: estructura típica e injusto, pág. 203, aunque una organización se encuentre en vías de extinción, como los GRAPO, aún se trata de una asociación de carácter terrorista, «teniendo en cuenta la persistencia de la autodefinición de sus componentes residuales como activistas (políticos)» de aquélla.


	 Ver Texto 




	 (75) 

	Lo que en este trabajo se denomina delitos-medio (véase infra 1.ª/V).


	 Ver Texto 




	 (76) 

	REINARES,Terrorismo Global, págs. 23-24 y 31 y ss., distingue entre terrorismo internacional y terrorismo global. A su juicio, son exponentes del primer tipo las organizaciones IRA y ETA, puesto que han encontrado apoyo en otros países o han usado los recursos de estados extranjeros y, en este sentido, también han cruzado fronteras (sobre el terrorismo internacional, véanse sus trabajos «Estado, democracia liberal y terrorismo político», págs. 130 y ss., y «Dimensiones del terrorismo internacional», págs. 41 y ss.). Sin embargo, este elemento «internacional» se ha modificado con el cambio de milenio dando lugar al terrorismo global, el cual afecta, en estrecha conexión, a muchos países del planeta (así, por ejemplo, cfr. URIARTE, Terrorismo y Democracia tras el 11-M, págs. 105 y ss., cuando distingue entre ETA y Al Qaeda). En este sentido, GARCÍA RIVAS, «La tipificación "europea" del delito terrorista», aptdo. III, alude a la «deslocalización» que caracteriza la «globalización». Por tanto, como indica BECK, Sobre el terrorismo y la guerra, pág. 29, hay que distinguir entre el terrorismo característico de los movimientos de liberación nacional, que tienen una unidad territorial y nacional, y las nuevas redes terroristas transnacionales, que operan desterritorializadamente, esto es, al margen de fronteras. Así, no hay ninguna zona en el planeta que pueda considerarse excluida de la amenaza terrorista (en este sentido, GUDÍN RODRÍGUEZ-MAGARIÑOS, La Lucha contra el terrorismo en la sociedad de la información, passim, pág. 44). Además, como pone de relieve este último autor, págs. 44-45, la revolución de las comunicaciones conlleva que un atentado en cualquier parte del mundo tenga repercusión en otras zonas remotas de la Tierra.


	 Ver Texto 




	 (77) 

	Además, tal conducta es idónea para que el colectivo amenazado se haya sentido atemorizado.


	 Ver Texto 




	 (78) 

	La solución de este caso debería ser el mismo que el sugerido en el supuesto del político, con la particularidad de que los hechos amenazantes irían dirigidos a un colectivo (lo que en nuestro Código Penal se subsume en el art. 170.1 CP que reza lo siguiente: «Si las amenazas de un mal que constituyere delito fuesen dirigidas a atemorizar a los habitantes de una población, grupo étnico, cultural o religioso, o colectivo social o profesional, o a cualquier otro grupo de personas, y tuvieran la gravedad necesaria para conseguirlo, se impondrán respectivamente las penas superiores en grado a las previstas en el artículo anterior»).


	 Ver Texto 




	 (79) 

	Cfr. la SAN de 8 de noviembre de 2006 (ponente Echarri Casi).


	 Ver Texto 




	 (80) 

	En el mismo sentido, ASÚA BATARRITA, «El discurso del enemigo y su infiltración en el Derecho Penal», pág. 260.


	 Ver Texto 




	 (81) 

	También son de esta opinión GONZÁLEZ CUSSAC/FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ, «Sobre el concepto jurídico penal de terrorismo», págs. 48-49.


	 Ver Texto 




	 (82) 

	De otra opinión, BEGORRE-BRET, «Terrorism, Globalization and the Rule of Law», pág. 1.998, y YOUNG, «Political Terrorism as a Weapon of the Politically Powerless», págs. 56 y ss., quienes consideran que las estrategias terroristas no requieren necesariamente recurrir al asesinato. A su juicio, también son terroristas los activistas medioambientales que sólo atentan contra la propiedad y los bienes materiales.


	 Ver Texto 




	 (83) 

	En este sentido, CARBONELL MATEU, en VIVES ANTÓN/BOIX REIG/ORTS BERENGUER/CARBONELL MATEU/GONZÁLEZ CUSSAC, Derecho Penal. Parte Especial, pág. 1.043, considera que el acto terrorista comporta un peligro para los bienes jurídicos más básicos de las personas. También se pronuncia en términos similares SYMEONIDOU-KASTANIDOU, «Defining Terrorism», pág. 21.


	 Ver Texto 




	 (84) 

	Del mismo modo, aunque no es lo habitual, también hay que incluir entre estas infracciones la violación.


	 Ver Texto 




	 (85) 

	Cfr. El País de 8 de febrero de 2007.


	 Ver Texto 




	 (86) 

	Conducta que, en nuestro ordenamiento jurídico, es constitutiva del delito de estragos (art. 346 CP). Sobre esta infracción véase con más detalle infra 2.ª/VI/1/1.2.


	 Ver Texto 




	 (87) 

	En el Código Penal español, los arts. 346 y 351, respectivamente, exigen que los delitos de estragos e incendios han de poner en peligro la vida e integridad de las personas. De lo contrario, tales conductas son constitutivas de daños. Ahora bien, respecto al grado de peligro, esto es, bien concreto, bien abstracto, los Tribunales se encuentran divididos [por ejemplo, respecto al delito de incendios las SSTS de 31 de enero de 2005 (ponente Ramos Gancedo) y de 29 de julio de 2004 (ponente Saavedra Ruiz) consideran que se trata de una figura de peligro abstracto -además, esta última resolución pone de relieve que en este punto existen dos líneas jurisprudenciales-, mientras que la STS de 18 de febrero de 2003 (ponente Saavedra Ruiz) se decanta por la solución del peligro concreto; por su parte, según la jurisprudencia mayoritaria de los últimos años, el peligro para la vida o integridad de las personas que exige el tipo penal de los estragos es «un peligro abstracto, general y comunitario» (SSTS de 25 de abril de 2000, ponente Martín Canivell, y de 19 de mayo de 2003, ponente Saavedra Ruiz). Ahora bien, la STS de 31 de octubre de 1998 (ponente Jiménez Villarejo) establece que «la índole abstracta del peligro (en el delito de incendios) se pone de manifiesto si se compara este precepto con el art. 346 en que se describe la figura paralela del delito de estragos: si en el delito de incendio éste debe comportar un peligro para la vida o integridad física de las personas, en el de estragos la actividad destructiva que lo caracteriza debe comportar un peligro necesariamente». Por tanto, según esta resolución el requisito «necesariamente» comporta que el delito de estragos tenga que interpretarse como un delito de peligro concreto].


	 Ver Texto 




	 (88) 

	Véase un resumen de su ideología en http://de.wikipedia.org/wiki/Militante_gruppe (última fecha de visita el 13 de octubre de 2008).


	 Ver Texto 




	 (89) 

	Cfr. la cronología de los incendios cometidos por este grupo en http://de.wikipedia.org/wiki/Militante_gruppe_(mg) (última fecha de visita el 13 de octubre de 2008).


	 Ver Texto 




	 (90) 

	Art. 341 CP.


	 Ver Texto 




	 (91) 

	Art. 325 CP.


	 Ver Texto 




	 (92) 

	Art. 363.2 CP.


	 Ver Texto 




	 (93) 

	Cfr. El País de 27 de febrero de 2008 (edición impresa, pág. 13).


	 Ver Texto 




	 (94) 

	Cfr., de nuevo, el art. 170.1 CP.


	 Ver Texto 




	 (95) 

	Cfr. la noticia aparecida en El País de 1 de agosto de 2008, informando sobre los vínculos entre algunos concejales de Río de Janeiro y grupos paramilitares.


	 Ver Texto 




	 (96) 

	En este sentido, MANTOVANI, «El Derecho penal del enemigo, el Derecho penal del amigo, el enemigo del Derecho penal y el amigo del Derecho penal», pág. 436, pone de relieve que la mafia «tiende a construir un "contra-ordenamiento criminal". Con un poder ejercido sobre un "territorio" en expansión y sobre una población heterogénea; con un "sistema normativo" propio y no escrito».


	 Ver Texto 




	 (97) 

	No consideran necesario el uso de armamento RAMOS VÁZQUEZ, «Terrorismo e intervención penal», pág. 98, y TERRADILLO BASOCO, Terrorismo y derecho, pág. 60.


	 Ver Texto 




	 (98) 

	También utiliza esta expresión PÉREZ AGUSTÍ, El terrorismo, págs. 7 y 10.


	 Ver Texto 




	 (99) 

	GONZÁLEZ CUSSAC/FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ, «Sobre el concepto jurídico penal de terrorismo», pág. 49.


	 Ver Texto 




	 (100) 

	En el ordenamiento español, por ejemplo, se consideran armas de guerra las determinadas como tales en las disposiciones reguladoras de la defensa nacional (art. 567.2.1.º CP). Además, el art. 6 RA establece un listado de armas de guerra, entre las que se encuentran, por ejemplo, las «armas de fuego automáticas», teniendo esta consideración el subfusil de asalto o las metralletas.


	 Ver Texto 




	 (101) 

	ALEXANDER, «Terrorism in the Twenty-First Century», pág. 67, hace referencia a cohetes antitanque y a misiles tierra-aire.


	 Ver Texto 




	 (102) 

	En España, se consideran armas químicas o biológicas las determinadas como tales en los tratados o convenios internacionales en los que sea parte (cfr. el art. 567.2.1.º CP).


	 Ver Texto 




	 (103) 

	PÉREZ AGUSTÍ, El terrorismo, pág. 16.


	 Ver Texto 




	 (104) 

	En el mismo sentido, GUDÍN RODRÍGUEZ-MAGARIÑOS, La Lucha contra el terrorismo en la sociedad de la información, pág. 70.


	 Ver Texto 




	 (105) 

	BRENNER/GOODMAN, «In Defense of Cyberterrorism», passim, pág. 5, ponen de relieve que, en un primer momento, los métodos usados por el terrorismo fueron sintetizados mediante el acrónimo «NBC terrorism», el cual significa «nuclear, biological, chemical terrorism» (esto es, «terrorismo nuclear, biológico y químico»). Sin embargo, más recientemente, tal acrónimo ha sido extendido a «CBERN terrorism», que se traduce como «chemical, biological, explosive, radiological, nuclear terrorism». Por tanto, en esta segunda etapa se añade el terrorismo radiológico y explosivo. Ahora bien, según indican (pág. 8), los agentes radioactivos y nucleares todavía son meras posibilidades.


	 Ver Texto 




	 (106) 

	Véase la noticia publicada en el siguiente enlace: www.terra.es/actualidad/articulo/html/act30399.htm (última fecha de visita el 13 de octubre de 2008).


	 Ver Texto 




	 (107) 

	BRENNER/GOODMAN, «In Defense of Cyberterrorism», pág. 7, citan otro ejemplo de terrorismo biológico que ocurrió en 1984, cuando los seguidores de Bhagwan Shree Rajneesh infectaron un restaurante de ensaladas con la bacteria de la salmonera en un intento de influir en las elecciones locales.
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	 (108) 

	IQBAL, «Defining Cyberterrorism», pág. 397.


	 Ver Texto 




	 (109) 

	Cfr. IQBAL, «Defining Cyberterrorism», págs. 397 y ss.; GORDON/FORD, «Cyberterrorism?», pág. 123, y EMBAR-SEDDON, «Cyberterrorism», págs. 12 y ss.
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	 (110) 

	IQBAL, «Defining Cyberterrorism», pág. 399.
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	Cfr. BRENNER/GOODMAN, «In Defense of Cyberterrorism», págs. 28 y ss.; EMBAR-SEDDON, «Cyberterrorism», pág. 13; GHOSH, «Book Review: Belling the Cat, Virtually Review of Stuart Biegel's», pág. 241; GREEN, «The Myth of Cyberterrorism»; IQBAL, «Defining Cyberterrorism», pág. 397, y SKIBELL, «Cybercrimes & Misdemeanors», págs. 916-917.


	 Ver Texto 




	 (112) 

	BRENNER/GOODMAN, «In Defense of Cyberterrorism», págs. 19-26.


	 Ver Texto 




	 (113) 

	Son de la misma opinión BRENNER/GOODMAN, «In Defense of Cyberterrorism», págs. 12 y ss.; e IQBAL, «Defining Cyberterrorism», pág. 408, aunque estos autores también incluyen graves pérdidas económicas.


	 Ver Texto 




	 (114) 

	EMBAR-SEDDON, «Cyberterrorism», págs. 14-15.


	 Ver Texto 




	 (115) 

	Véanse estos y otros ejemplos en IQBAL, «Defining Cyberterrorism», págs. 397 y ss.
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